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  Competencia territorial de los Juzgados y Tribunales 









I. Órganos y competencias del orden jurisdiccional contencioso-administrativo






1. Competencia territorial de los Juzgados y Tribunales


 Juzgados y Tribunales Superiores de Justicia

Las reglas previstas en el art. 14 de la LJCA, en las que se regula la competencia territorial, se refieren en exclusiva, como el mismo inicio del precepto sugiere, a los Tribunales Superiores de Justicia y a los Juzgados, y, dentro de esta categoría, solo a los Juzgados de lo Contencioso Administrativo y no a los Centrales, y es que tanto estos últimos como la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Audiencia Nacional o la Sala de este mismo orden de la Jurisdicción del Tribunal Supremo extienden su competencia territorial a todo el territorio nacional, de manera que ninguna duda puede existir en relación con tal competencia territorial y por tanto tampoco cuestiones de competencia.

Sede del órgano autor del acto o disposición

La primera regla es que, con carácter general, será competente el órgano jurisdiccional en cuya circunscripción tenga su sede el órgano que hubiere dictado la disposición o el acto originario impugnado. El criterio predominante es, pues, orgánico. Nuevamente, como antes dijimos, este ejemplo debe entenderse sin perjuicio del fuero electivo al que pasamos a referirnos.

Según la regla segunda, cuando el recurso tenga por objeto actos de las Administraciones públicas en materia de personal, propiedades especiales y sanciones será competente, a elección del demandante, el Juzgado o el Tribunal en cuya circunscripción tenga aquél su domicilio o se halle la sede del órgano autor del acto originario impugnado.

Este es el llamado fuero electivo que no opera con carácter general sino tan solo en las materias aludidas:


	
•   Personal al servicio de las Administraciones Públicas.

	
•   Propiedades Especiales (Aguas, montes, minas, etc.).

	
•   Sanciones.



Limitaciones al fuero electivo

La jurisprudencia estableció prontamente matices o correcciones a una aplicación absoluta del fuero electivo, que, por poner también algún ejemplo, podría haber llevado a que el Juzgado de lo Contencioso Administrativo de Madrid (si fuera éste el de residencia del actor) enjuiciase la legalidad de una sanción administrativa acordada por la Consejería de Cataluña en una materia puramente autonómica como es la caza o pesca.

En este sentido se pronunció por ejemplo la STS de 24 de noviembre de 2000, Rec. 164/2000, y lo mismo se ha dicho en la STS de 26 de septiembre de 2000, Rec. 62/2000. En ellas se afirmaba que cuando el órgano que dicta el acuerdo es autonómico, haya sido o no aplicado derecho autonómico en el pleito, la elección sólo puede hacerse a favor de órganos jurisdiccionales ubicados dentro del Tribunal Superior de Justicia de la misma Comunidad Autónoma.

Según ésta, en los supuestos en los que la decisión administrativa impugnada se adoptó por órganos de una Comunidad Autónoma aplicando normas de Derecho Estatal y Autonómico, la opción que el art. 14.1 de la LJCA reconoce al demandante (la de elección del fuero) únicamente puede tener lugar entre aquellos cuya competencia esté comprendida dentro del ámbito territorial de un mismo Tribunal Superior de Justicia, a cuya Sala de lo Contencioso-Administrativo corresponderá, por vía de los recursos procedentes, unificar la interpretación del derecho autonómico, propio de la Comunidad Autónoma en cuyo ámbito territorial radique el correspondiente Tribunal Superior de Justicia.

Esta limitación se aplicaba, pues, aun cuando en la demanda se hayan invocado solo normas estatales, porque, dice, "cuando el órgano que dictó el acto impugnado se incardina en una Comunidad Autónoma, hay siempre aspectos regulados por la normativa autonómica, señaladamente referentes a la competencia y posiblemente a otras procedimentales, que potencialmente pueden ser objeto de pleito, a la vista de la postura que adopten las partes en el acto del juicio".

Por último, esta Sentencia se cuidó de aseverar que dicha interpretación satisfacía las exigencias del mandato constitucional contenido en el art. 152.1 de la CE "de hacer de los Tribunales Superiores de Justicia verdaderos supremos Tribunales del derecho autonómico".

En definitiva, concluye, "se trataba —nos decían— de una opción que solo opera en el ámbito de cada Comunidad Autónoma. Es decir, se trata de un fuero electivo que tiene su aplicación dentro del ámbito territorial de competencia de un solo Tribunal Superior de Justicia".

[Pues bien, toda esa doctrina ha sido recogida en la reforma de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa por efecto de la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina judicial. A través de ella se ha añadido al art. 14 LJCA la regla de que cuando el recurso tenga por objeto actos de las Administraciones de las Comunidades Autónomas o de las entidades de la Administración Local, la elección se entenderá limitada a la circunscripción del Tribunal Superior de Justicia en que tenga su sede el órgano que hubiere dictado el acto originario impugnado.]










  Actos de las Entidades Locales 









2. Juzgados de lo contencioso administrativo






2.1. Actos de las Entidades Locales


 Solo actos, no disposiciones

Lo primero que merece ser resaltado es que lo que resulta impugnable ante los Juzgados de lo Contencioso Administrativo son sólo los actos administrativos dictados por tales entidades locales, no sus disposiciones generales. Estas últimas, básicamente ordenanzas y bandos, se podrán recurrir ante la Sala de lo Contencioso Administrativo de los Tribunales Superiores de Justicia conforme al art. 10.1.b) de la LJCA.

Pero por si había alguna duda sobre la naturaleza reglamentaria que poseen los instrumentos de planeamiento urbanístico, generalmente admitida por la doctrina y por la jurisprudencia, el artículo 8.1 LJCA, previene que en todo caso se excluye, de esta atribución competencial a los Juzgados, "las impugnaciones de cualquier clase de instrumentos de planeamiento urbanístico".

Cláusula de atribución general

Frente a la regla hasta ahora vigente, según la cual la competencia de los juzgados de lo Contencioso Administrativo en el control de la actividad de las corporaciones locales tenía el carácter de númerus clausus, de manera que se limitaba, única y exclusivamente, a aquellos supuestos materiales que la Ley indicaba de modo tasado, el nuevo artículo 8 LJCA, ha procedido a efectuar una atribución, total y general, a estos Juzgados en el control de los actos de las Administraciones locales.


Por ello, y aunque en la práctica ya ocurría así por efecto de los resultados numéricos agregados que producía aquella atribución tasada, lo cierto es que ahora, con mucha mayor razón que antes, puede afirmarse que los Juzgados de lo Contencioso Administrativo constituyen el juez natural de las corporaciones locales.



La jurisprudencia se ha pronunciado sobre el carácter local de los Cabildos Insulares Canarios (y por tanto negando su naturaleza de órganos autonómicos de autogobierno) en el Auto del Tribunal Supremo de 31 de enero de 2008, rec. 2285/2005.

Por el contrario, en el caso de impugnación de actos de los Territorios Históricos del País Vasco, según esa misma jurisprudencia hay que ver la clase de actos de que se trate, y residenciar esa impugnación en los Juzgados de lo Contencioso cuando existe una verdadera sustancia local.

Entidades o corporaciones

La atribución general de control de la actividad de los entes locales se extiende también a las entidades y corporaciones dependientes o vinculadas con éstas.

Es decir, esta competencia se proyecta también sobre toda clase de entes instrumentales o corporaciones, cualquiera que sea su clase; siempre, eso sí, con subordinación a la necesidad previa de la existencia de jurisdicción sobre ellas.

Esta premisa previa obliga a detectar en cada caso la existencia de verdadera "sustancia pública" en todos estos entes, bien por su propia naturaleza jurídica o personificación, bien por el contenido de su actividad o bien por una concreta clase de actos de desarrolla (es decir, como dice la doctrina, secundum quid).

Pero en todos estos casos, cuando, en efecto, el acto a enjuiciar se comprenda dentro de la extensión y límites de la jurisdicción contencioso administrativa y también la entidad sea dependiente o esté vinculada con una corporación local, serán los Juzgados de lo Contencioso Administrativo los competentes para enjuiciar sus actos.

Competencia territorial

Hemos de tener en cuenta, respecto de la competencia territorial de los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo (más adelante nos volveremos a referir a ello), el fuero electivo que está establecido por el art. 14 de la LJCA; de manera que, conforme a dicho artículo, será competente, a elección del demandante, el Juzgado en cuya circunscripción tenga su domicilio (el propio demandante) o aquél en que se halle la sede del órgano autor del acto.

La Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la Nueva Oficina Judicial, modificó este artículo en el sentido de añadir que cuando el recurso tenga por objeto actos de las Administraciones de las Comunidades Autónomas o de las entidades de la Administración Local, la elección que hemos indicado se entenderá limitada a la circunscripción del Tribunal Superior de Justicia en que tenga su sede el órgano que hubiere dictado el acto originario impugnado.

Con esta reforma de 2009 el legislador acogió la importante y contundente doctrina jurisprudencial procedente de la Sala Tercera (Sentencias, entre otras muchas, de 16 y 24 de noviembre de 2000 y 18 de abril y 18 y 30 de mayo de 2001 y 26 de febrero de 2003), según la cual el fuero electivo tiene su aplicación —exclusiva— dentro del ámbito territorial de competencia de un solo Tribunal Superior de Justicia, y ello aunque en la demanda se invoquen sólo normas estatales pues, se dice, cuando el órgano que dictó el acto impugnado se incardina en una Comunidad Autónoma hay siempre aspectos reglados por la normativa autonómica (competencia y procedimentales) que potencialmente pueden ser objeto del pleito. 

Indica por ello dicha jurisprudencia que el fuero electivo debe entenderse, por tanto, referido, cuando se trata de recursos contra actos de las Entidades Locales, a los órganos judiciales sitos en la circunscripción del Tribunal Superior de Justicia en la que se halle también la sede del órgano administrativo autor del acto de que se trate.

TÉNGASE EN CUENTA: El fuero electivo no rige para todas las competencias asignadas a los Juzgados de lo Contencioso Administrativo, sino que se limitan (art. 14.2 LJCA) a las materias de personal, propiedades especiales y sanciones.


Cuadro-resumen







	JUZGADOS DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

	ADMINISTRACIÓN LOCAL.

	CLÁUSULA DE ATRIBUCIÓN GENERAL




	Son competentes
	No son competentes



	Actos administrativos
	Disposiciones generales



	 
	Actos de planeamiento













  Actos de las Comunidades Autónomas 








2.2. Actos de las Comunidades Autónomas


 Solo los actos, no las disposiciones

Igual que ocurre con las corporaciones locales, la asignación de competencia en materia de control de legalidad de la actividad de las Administraciones de las Comunidades Autónomas se restringe a los actos.


Se excluyen por tanto de dicho control por los Juzgados las distintas disposiciones generales que se puedan dictar en los distintos niveles de dichas Comunidades Autónomas.



Estas últimas se podrán recurrir ante la Sala de lo Contencioso Administrativo de los Tribunales Superiores de Justicia conforme al art. 10.1.b) LJCA.

No todos los actos, sino tan solo lo que vienen expresamente establecidos en la Ley

A diferencia de lo que sucede con las Corporaciones Locales, en el caso de la actividad de las Administraciones de las Comunidades Autónomas la atribución es tasada, es decir, se somete a un sistema de lista o númerus clausus.

De esta manera los Juzgados de lo Contencioso Administrativo conocerán de las pretensiones que se deduzcan en relación con los actos de las Administraciones de las Comunidades Autónomas, pero sólo cuando tengan por objeto:


	
•   Cuestiones de personal, salvo que se refieran al nacimiento o extinción de la relación de servicio de funcionarios públicos de carrera.

	
•   Sanciones administrativas que consistan en multas no superiores a 60.000 Euros o en ceses de actividades o privación de ejercicio de derechos que no excedan de los seis meses.

	
•   Reclamaciones por responsabilidad patrimonial cuya cuantía no exceda de 30.050 Euros.

	
•   Asuntos de extranjería, en las específicas materias (autorizaciones de trabajo) en las que pueden ser competentes las Comunidades Autónomas, y sólo para el caso de que dichas Comunidades hayan asumido en efecto esta concreta competencia.



Cuadro-resumen.







	ADMINISTRACIÓN DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

	CLÁUSULA DE ATRIBUCIÓN TASADA (NÚMERUS CLAUSUS)


	Son competentes
	No son competentes





	Actos administrativos
	Disposiciones generales



	 
	Actos del consejo de gobierno



	Personal
	Nacimiento y extinción de la condición de funcionario



	Sanciones administrativas (en general)
	Superiores a 6000 euros o privación de derechos por más de 6 meses



	Responsabilidad patrimonial (en general)
	Si excede de 30.050 euros



	Extranjería (autorizaciones de trabajo)
	 





Concepto de personal

El concepto de personal al servicio de las Administraciones Públicas, cuando se está hablando de jurisdicción o competencia de los Tribunales Contencioso Administrativos para enjuiciar los actos procedentes de las mismas, tiene honda raigambre en el Derecho Administrativo español.

Debe considerarse hoy como delimitado el concepto en sus contornos esenciales. Ello pese a que, de partida, pudiera dar lugar interpretaciones diversas (cabría dudar, por ejemplo, si ostentan tal condición aquellos que están unidos a la Administración por un vínculo de Derecho Laboral o los interinos).


EJEMPLO:


	
•   El art. 58.1 de la antigua Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 1956 atribuía al Tribunal Supremo la competencia para el conocimiento de recurso contra actos de entes que no admitían la calificación de Administraciones Públicas, por pertenecer a Poderes del Estado diferentes, como el Consejo General del Poder Judicial, Congreso de Diputados, Senado, Tribunal de Cuentas o Defensor del Pueblo, y, se decía, "en materia de personal y actos de administración". Eran los llamados actos materialmente administrativos, que, según se expresa, eran atribuibles a entes que no admitían su formal caracterización de Administraciones Públicas.

	
•   El art. 93 de la misma Ley de 1956 excluía de la casación las sentencias que se refieran a "cuestiones de personal al servicio de la Administración Pública, salvo que, estrictamente, afecten a la extinción de la relación de servicio de los que ya tuvieren la condición de funcionarios públicos".





Todo ello dio lugar a un sólido cuerpo jurisprudencial que, en gran medida, nos sirve para orientar la resolución de los interrogantes que se pudieran presentar, como se verá a continuación

Algo parecido sucede en la actualidad. Además del art. 8.2.a) de la LJCA, que por el momento nos interesa, otros preceptos como el art. 9.1.a) y 11.1.a) y 12.1.c) LJCA del mismo cuerpo normativo se refieren a la competencia de distintos tribunales cuando los recursos versen sobre personal. Además el art. 86 de la LJCA de 1998 exceptúa del recurso ordinario de casación las sentencias que se refieran a cuestiones de personal al servicio de la Administración Pública, salvo que afecten al nacimiento o extinción de la relación de servicio de funcionarios de carrera.


Pues bien, por cuestiones de personal debe entenderse aquellas que se refieran al personal funcionario (luego veremos qué sucede con el personal laboral).  



Serán pues, primeramente, las cuestiones relativas a los funcionarios de carrera, concepto que debe ser interpretado en cada caso a la luz de los arts. 8 a 10 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, y conforme a las distintas leyes autonómicas de función pública y que creen y regulen los distintos cuerpos autonómicos de funcionarios.

El concepto de personal no se extiende sin embargo sólo a los funcionarios de carrera sino asimismo al personal interino o eventual, como indican los citados arts. 8 a 10 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público.

Exclusión del ingreso y pérdida de condición de funcionario

La atribución a los Juzgados de lo Contencioso Administrativo de estos recursos con respecto a los actos de las Administraciones Autonómicas se refieren, como hemos visto, al personal en general. Pero se excluyen, expresamente además, las cuestiones que se refieran al nacimiento o extinción de la relación de servicio de funcionarios públicos de carrera. Ambas realidades son reguladas (nacimiento y extinción) en el Título IV del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público.

De forma no exhaustiva, y con mero interés enunciativo e ilustrador, pueden entenderse, por tanto, como comprendidos dentro del ámbito de la competencia de los Juzgados en esta materia:


	
•   La aprobación o modificación de las respectivas plantillas de personal (STS 3ª de 5 de febrero de 1991, LA LEY 6157/1991) o las Relaciones de Puestos de Trabajo.

	
•   En relación con estas plantillas, como también sucede con las Relaciones de Puestos de Trabajo (art. 74 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público), que son instrumentos análogos a tales plantillas, será primero necesario delimitar —como paso previo para concluir la competencia— si nos encontramos en presencia de verdaderos actos administrativos con una pluralidad de destinatarios, en cuyo caso serán en efecto impugnables tales actos de aprobación de plantillas ante los Juzgados de lo Contencioso, o si estamos ante verdaderas disposiciones generales. En este último caso la competencia correspondería a las Salas de lo Contencioso de los Tribunales Superiores de Justicia [art. 10.1.b) de la LJCA]. Pues bien, la jurisprudencia, tras algunas vacilaciones, viene aplicando a estos instrumentos la categoría de los actos con destinatario plural, por lo que, en lo que ahora interesa, estas plantillas serán impugnables ante los Juzgados de lo Contencioso Administrativo.

	
•  Concursos de traslado para funcionarios públicos.

	
•   Permisos, retribuciones, etc.

	
•   Sanciones disciplinarias.

	
•  Derechos pasivos.



Tienen naturaleza de cuestiones de personal, pero sin embargo están excluidas del conocimiento por los Juzgados de lo Contencioso, por ser atribuida la competencia a otros órganos judiciales:


	
•   Las pruebas de acceso a la función pública y sus resultados.

	
•   Las resoluciones por las que se acuerde la extinción de la relación de servicios de los funcionarios.



Las dudas pueden surgir con la rehabilitación, una vez producida la extinción de la relación de servicios, que está permitida, entre otras normas por el art. 68 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, y en el RD 2669/1998, de 11 de diciembre, sobre rehabilitación de funcionarios en el ámbito de la Administración General del Estado.

Parece, en efecto, que la rehabilitación, en las dos modalidades previstas en el art. 68 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público indicado, vuelva a constituir una relación de servicios que había concluido, por lo que parece adecuado que su conocimiento no corresponda a los Juzgados de lo Contencioso sino a las Salas de los Tribunales Superiores de Justicia.

Otro de los aspectos más dudosos es el que se refiere a los procedimientos selectivos del personal laboral.

Para ese personal laboral se aplica el Derecho Administrativo para sus procedimientos de ingreso, pero, después, se les aplica ya el derecho laboral, pudiendo afirmarse que, en realidad, su relación de servicios principia en el momento en el que se suscribe el oportuno contrato de trabajo.

En torno a ello, la primera de las cuestiones, que parece deba responderse afirmativamente, es la de si tienen en efecto la condición de personal en los términos descritos por el art. 8.2) de la LJCA, aunque sea a los solos efectos de controlar aquellos procedimientos de ingreso. Pues bien, parece que sí, ya que el apartado, en sus proposiciones iniciales, ninguna distinción contiene, y en su determinación segunda sólo excluye (de forma que, al no quedar incluidos en la excepción, sí lo estarían en la regla general) el nacimiento o extinción de la relación de servicios de los funcionarios de carrera; de donde que el procedimiento administrativo previo a la firma del contrato laboral, y por ende previo al nacimiento de la relación de servicios de ese personal laboral, parece que pueda impugnarse ante los Juzgados de lo Contencioso.

TÉNGASE EN CUENTA: El art. 61.7 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, dispone que los sistemas selectivos de personal laboral fijo serán los de oposición, concurso-oposición o concurso de valoración de méritos.


Ello comporta, como más arriba decíamos, un régimen jurídico-público, con un verdadero procedimiento separable, para la selección del personal laboral, el cual, después de ese procedimiento selectivo, quedará definitivamente sujeto a Derecho Laboral. En suma, parece claro que los aspectos públicos del proceso de selección del personal laboral deban controvertirse ante los Juzgados de lo Contencioso.

Cuadro-resumen







	JUZGADOS DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

	CUESTIONES DE PERSONAL AL SERVICIO DE LAS ENTIDADES LOCALES


	Son competentes para...
	No son competentes para...





	Actos administrativos
	Disposiciones generales



	Los actos
	Las disposiciones



	Funcionarios de carrera
	Cuestiones referentes a personal laboral



	Aprobación o modificación de plantillas
	 



	Régimen disciplinario (sanciones)
	 



	Retribuciones
	 



	Licencias o permisos
	 



	Situaciones administrativas
	 



	Personal interino o eventual
	 



	 
	Objeción de conciencia y Prestación Social Sustitutoria, aunque se preste en dependencias municipales (en liquidación)



	 
	Servicio Militar (en liquidación)



	 
	Adquisición de la condición de funcionario



	 
	Extinción de la relación de servicios en las distintas modalidades, como puede ser la separación del servicio por sanción disciplinaria, la pérdida de la condición de funcionario, jubilación



	 
	Rehabilitación de funcionarios





Sanciones administrativas consistentes en multas hasta 60.000 Euros o ceses de actividades o privación del ejercicio de derechos hasta seis meses

En estos casos los Juzgados intervienen ante sanciones impuestas por las Administraciones autonómicas, pero sólo hasta determinada cuantía.

Reclamaciones por responsabilidad patrimonial cuya cuantía no exceda de 30.050 Euros

Por su claridad esta atribución competencial no necesita de mayor comentario. En este sentido nos remitimos al estudio específico contenido en esta obra sobre la responsabilidad patrimonial administrativa y la impugnación de los actos administrativos dictados en la materia.

Solo interesa poner de manifiesto que la competencia funcional del órgano jurisdiccional contencioso administrativo puede venir alterada por la acumulación de acciones derivada, en ocasiones, de la responsabilidad concurrente prevista en el art. 33 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. Así, en caso de que sean varias las Administraciones las supuestamente responsables del daño, la solidaridad que en ocasiones (al menos cuando no sea claramente discernible la participación de cada una de ellas) produce esa concurrencia deberá llevar a demandar conjuntamente a todas ellas. En este caso entendemos que el órgano judicial competente será el de mayor jerarquía de todos los inicialmente competentes, siempre que en su territorio englobe los de estos últimos.

Asuntos de extranjería (en las materias de competencia autonómica)

La reforma del art. 8.4 de la LJCA por la Ley 37/2011, de 10 de octubre, de medidas de agilización procesal, vino a solventar un importante desajuste competencial entre los distintos órganos jurisdiccionales en materia de extranjería.

Hasta esta última reforma, para la revisión de legalidad de los actos dictados en materia de extranjería por la Administración Periférica del Estado eran competentes los Juzgados de lo Contencioso Administrativo.

Pero sin embargo, en la actualidad (al menos en los casos en los que la Comunidad Autónoma haya asumido esta competencia) no se dicta un único acto por la Administración Periférica del Estado sino que es emitido otro, integrador, de modo "coordinado y concordante", en el que una de sus partes le corresponde al Estado (permiso de residencia) y la otra (autorización de trabajo) a la Comunidad Autónoma. En este sentido podemos referirnos a los arts. 68, 107 y 171 del RD 557/2011, de 20 de abril.

Esa dualidad de Administraciones intervinientes en un único acto integrador dio lugar a estimar que cada una de aquellas dos partes del acto administrativo estaba residenciada en un Tribunal diferente. En concreto la "parte autonómica" parecía ser de competencia de los Tribunales Superiores de Justicia.

Ahora, sin embargo, todo esto ha quedado clarificado y unificado, de manera que los Juzgados de lo Contencioso Administrativo (ya decimos que esto ha sucedido tras la Ley 37/2011, de 10 de octubre, de medidas de agilización procesal) conocen de ambas partes del acto administrativo: la correspondiente a la Administración Periférica del Estado (la parte del acto que se refiere a la autorización de residencia) y la correspondiente a la Comunidad Autónoma (la parte del acto que se refiere a la autorización de trabajo).

En ningún caso conocerán de los actos del Consejo de Gobierno

La atribución competencial que efectúa el art. 8.2 LJCA a los Jueces de lo Contencioso Administrativo es, como hemos visto, tasada y limitada; es decir, no todos los actos procedentes de las Administraciones autonómicas serán impugnables ante ellos sino sólo y exclusivamente aquellos casos que se indican.

A esa regla se solapa un matiz adicional o una excepción, cual es que en ningún caso conocerán estos juzgados de los actos del Consejo de Gobierno autonómico, de forma que, aun en los supuestos tasados de atribución material a los Juzgados, se impone una excepción de índole orgánica

Recordemos ahora lo más arriba indicado: que la jurisprudencia ha declarado el carácter local de los Cabildos Insulares Canarios y por tanto ha negado su naturaleza de órganos autonómicos de autogobierno en el Auto del Tribunal Supremo de 31 de enero de 2008, rec. 2285/2005.

Y por el contrario, en el caso de impugnación de actos de los Territorios Históricos del País Vasco, según esa misma jurisprudencia hay que ver la clase de actos de que se trate, y residenciar esa impugnación en los Juzgados de lo Contencioso sólo cuando existe una verdadera sustancia local.








  Administración periférica del Estado 








2.3. Administración periférica del Estado


 Los Juzgados de lo Contencioso-administrativo conocerán en única o primera instancia de los recursos que se deduzcan frente a disposiciones y actos de la Administración Periférica del Estado y de las Comunidades Autónomas, contra los actos de los organismos, entes, entidades o corporaciones de derecho público, cuya competencia no se extienda a todo el territorio nacional y contra las resoluciones de los órganos superiores cuando confirmen íntegramente los dictados por aquéllos en vía de recurso, fiscalización o tutela.

Se exceptúan los actos de cuantía superior a 60.000 euros dictados por la Administración periférica del Estado o los organismos públicos estatales cuya competencia no se extienda a todo el territorio nacional, o cuando se dicten en ejercicio de sus competencias sobre el dominio público, obras públicas del Estado, expropiación forzosa y propiedades especiales.

Actos y disposiciones

El control de los Juzgados sobre las administraciones a las que se hará referencia en este apartado se extiende en algunos casos (Administración periférica del Estado y de las CCAA), a diferencia de lo que ocurría hasta ahora, tanto para los actos administrativos como —y aquí está la novedad— para las disposiciones que puedan dictar.

¿En todos los ámbitos materiales?

Además, la competencia sobre el actuar de estas Administraciones se refiere a la generalidad de su vida jurídica, no existiendo, como ocurría hasta ahora, númerus clausus o áreas tasadas de intervención, sino que la competencia jurisdiccional es plena en algunos casos, mientras que, en otros, se limita negativamente (cuantías inferiores a 60.000 Euros y dominio público, obras públicas, expropiación forzosa y propiedades especiales).

La Administración periférica del Estado (delimitación conceptual)

La Administración periférica del Estado viene constituida, básicamente por los Delegados y los Subdelegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas, ambos con la cualidad de órganos directivos. Los primeros tienen rango de Subsecretario y los segundos de Subdirector general. También está constituida por los servicios administrativos que se articulen, tengan la condición de integrados en las Delegaciones del Gobierno o no la tengan.

En cuanto a sus competencias, que pueden cristalizar en la producción de actos administrativos concretos, impugnables todos ellos ante los Juzgados de lo Contencioso, y abordando en primer lugar la figura de los Delegados del Gobierno, tienen éstos las siguientes atribuciones:


	
•   Representar al Gobierno en el territorio de las Comunidades Autónomas;

	
•   Ejercer la dirección y la supervisión de los servicios de la Administración General del Estado y sus Organismos públicos situados en su territorio;

	
•   Efectuar determinados nombramientos;

	
•   Bajo la dependencia funcional del Ministerio del Interior, proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana, a través de los Subdelegados del Gobierno y de las Fuerzas y Cuerpos de seguridad del Estado, cuya jefatura les corresponderá;

	
•   Potestades sancionadoras;Dentro de estas potestades sancionadoras de la Administración Periférica, conviene resaltar que han desaparecido las que hasta hace poco tenían en materia de tráfico, pues la LO 15/07, de 30 de noviembre, por la que se modifica el Código Penal en materia de Seguridad Vial, ha derogado la Disposición Adicional Cuarta de la L 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado (que era la norma que asignaba esas competencia sancionadoras de tráfico a los Delegados y Subdelegados).



	
•   Potestades expropiatoria (téngase sin embargo en cuenta que los actos que se dicten en desarrollo de estas potestades están expresamente excluidos del conocimiento por los Juzgados de lo Contencioso Administrativo por la LJCA).

	
•   Cualesquiera otras que les confieran las normas o que les sean desconcentradas o delegadas.   



Los Subdelegados del Gobierno serán nombrados por el Delegado del Gobierno, por el procedimiento de libre designación, entre funcionarios de carrera del Estado, de las Comunidades Autónomas o de las Entidades locales pertenecientes a Cuerpos o Escalas clasificados como Subgrupo A1.

Entre las atribuciones de los Subdelegados del Gobierno, dentro de las cuales ahora nos interesan especialmente aquellas que tienen trascendencia ad extra para los ciudadanos, con posibilidad de dictar actos administrativos que les afecten, pueden destacarse:


	
•   Ejercer las competencias sancionadoras que se les atribuyan normativamente.

	
•   La protección del libre ejercicio de los derechos y libertades, garantizando la seguridad ciudadana, a cuyos efectos dirigirán las Fuerzas y Cuerpos de seguridad del Estado en la provincia (aunque solo para las provincias en las que no radique la sede de las Delegaciones del Gobierno y siempre actuando bajo la dirección y la supervisión del Delegado del Gobierno).

	
•  La dirección y la coordinación de la protección civil en el ámbito de la provincia en los mismos casos y condiciones que en el apartado anterior.



Por último, en la estructura periférica de la Administración General del Estado se encuentran los servicios integrados (en la delegación del Gobierno) y los no integrados.

Los no integrados se organizarán territorialmente, atendiendo al mejor cumplimiento de sus fines y a la naturaleza de las funciones que deban desempeñar.

La organización de dichos servicios se establecerá por Real Decreto, a propuesta conjunta del Ministro correspondiente y del Ministro de Administraciones Públicas, cuando contemple unidades con nivel de Subdirección General o equivalentes, o por orden conjunta cuando afecte a órganos inferiores.

Los servicios no integrados dependerán del órgano central competente sobre el sector de actividad en el que operen, el cual les fijará los objetivos concretos de actuación y controlará su ejecución, así como el funcionamiento de sus servicios.

Las competencias de los Juzgados de lo Contencioso Administrativo quedan entonces de la siguiente manera:


	
•   Se extienden a los actos y a las disposiciones.

	
•   Existe una atribución general, con la salvedad de los casos que expresamente se exceptúan.

	
•   Si el Juzgado posee competencia para enjuiciar los actos de la Administración Periférica, también la tiene para revisar los que sean dictados por los órganos superiores, siempre que confirmen íntegramente (y no en parte) los procedentes de los inferiores, en vía de recurso, de fiscalización o tutela.

	
•   Una de las excepciones, que por tanto excluyen la competencia de los Juzgados de lo Contencioso, se refiere a los casos de cuantía es superior a 60.000 Euros. En este sentido debemos tener en cuenta la jurisprudencia dictada al amparo de la primera redacción de la LJCA de 1998, es decir, antes de su reforma por la LO 19/2003, según la cual los casos de cuantía indeterminada a estos efectos se estiman como de cuantía superior, de modo que su conocimiento les corresponde a los Tribunales Superiores de Justicia (entre otras muchas STS de 3 de abril de 2001, rec. 340/1999)

	
•   Y otra de las excepciones, que excluyen a su vez la competencia de los Juzgados, es que el acto sea relativo al dominio público estatal, obras públicas del Estado, expropiación forzosa o propiedades especiales (en estos últimos dos casos siempre que las propiedades especiales sean estatales o las potestades expropiatorias sean ejercidas por la Administración Periférica del Estado o por los organismos o entidades —del Estado— cuya competencia no se extienda al todo el territorio nacional.
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	ADMINISTRACIÓN PERIFÉRICA DEL ESTADO


	SON COMPETENTES


	DISPOSICIONES
	ACTOS


	La competencia se extiende a las resoluciones de los órganos superiores cuando confirmen los de inferiores en vía de recurso, fiscalización o tutela

	NO SON COMPETENTES

	Si la cuantía es superior a 60.000 euros

	Dominio público, obras públicas, expropiación forzosa

	Propiedades especiales











  Administración periférica de las Comunidades Autónomas 








2.4. Administración periférica de las Comunidades Autónomas


 Es esta categoría resistente a toda reducción o descripción unitaria, pues el concreto dibujo de los órganos periféricos de cada una de las Comunidades Autónomas depende de las decisiones —con un considerable ámbito político de apreciación— introducidas en las normas reguladoras de sus respectivas Administraciones.

Baste por ello tan solo retener que la competencia de los Juzgados de lo Contencioso Administrativo, en orden al control de legalidad del actuar de estas Administraciones autonómicas periféricas, queda de la manera siguiente:


	
•   La competencia se extiende tanto a los actos como a las disposiciones de carácter general.

	
•   No existen atribuciones tasadas, en función de la actividad administrativa en precisos sectores o ramos, sino que la competencia es plena.

	
•   Tampoco existe una delimitación negativa, en el sentido de que se excluyan concretas cuantías o materias determinadas.

	
•   La competencia jurisdiccional de los Juzgados de lo Contencioso Administrativo para conocer de los actos de estas Administraciones periféricas se extiende a los actos de los órganos centrales de la Administración autonómica de que se trate, cuando confirmen íntegramente, en vía administrativa de recurso o en procedimientos de fiscalización o tutela, los actos dictados por los de la Administración periférica.
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	ADMINISTRACIÓN PERIFÉRICA DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

	SON COMPETENTES:


	DISPOSICIONES
	ACTOS




	Téngase en cuenta que en estos casos la competencia es plena, sin limitaciones cuantitativas ni restricciones materiales

	La competencia se extiende a las resoluciones de los órganos superiores cuando confirmen los de los inferiores en vía de recurso, fiscalización o tutela











  El sector público institucional 








2.5. El sector público institucional


 Probablemente sea el inciso actual uno de los más problemáticos dentro del reparto competencial asignado por la LJCA.

La extraordinaria amplitud de la tipología de los entes relatados lo convierten en un verdadero cajón de sastre. Eso sí, evocan las palabras utilizadas (organismos, entes, entidades o corporaciones de derecho público) casi en todos los casos supuestos de personificación instrumental, es decir, casos en los que se creen personas jurídicas para la satisfacción de fines propios de la Administración matriz.

Un dato interpretativo relevante es que todas estas personificaciones han de ser "de Derecho Público", lo cual en gran medida debe relacionarse con el art. 2 LPACAP, a cuyo tenor las entidades de Derecho Público con personalidad jurídica propia vinculadas o dependientes de cualquiera de las Administraciones Públicas tendrán asimismo la condición de Administración Pública.

No olvidemos que estamos aludiendo en parte de este concepto a fórmulas de personificación instrumental de la Administración General del Estado (en caso contrario no tendría sentido la referencia a su extensión limitada dentro del territorio nacional) por lo que será de aplicación la Ley 40/2015, de 1 de octubre, del Régimen Jurídico del Sector Público, que define los «Organismos Públicos», denominación genérica que agrupa a todas las Entidades de Derecho público dependientes o vinculadas a la Administración General del Estado. Esa categoría se abre después en dos modelos básicos: los Organismos Autónomos y las Entidades Públicas Empresariales.

Los primeros realizan actividades fundamentalmente administrativas, sometiéndose plenamente al Derecho Público. Los segundos realizan actividades de prestación de servicios o producción de bienes susceptibles de contraprestación económica, y, pese a que en general son regidos por el Derecho privado, les resulta aplicable el régimen de Derecho Público en relación con el ejercicio de potestades públicas y con determinados aspectos de su funcionamiento.

La LJCA emplea, como hemos visto, los conceptos "Organismos, entes, entidades o corporaciones". Todos ellos son alusivos a personalidad, es decir, a personas jurídicas distintas, no a meros "órganos" de éstas sin personalidad diferenciada, de manera que, en principio, si la persona jurídica de que se trate poseyera competencia para todo el territorio nacional, aun cuando el acto fuera dictado por un "órgano" descentralizado de las mismas, nunca serían competentes estos juzgados. Pero no es ésta, sino justamente al contrario, la tesis de la jurisprudencia.

Ésta, con evidente reiteración, viene indicando, por ejemplo, que cuando el acto es dictado por un órgano periférico, de competencia territorialmente limitada (sería el caso de las Direcciones Provinciales o Territoriales del INSALUD o las Direcciones Provinciales de la Tesorería de la Seguridad Social) de un organismo o ente de competencia nacional, el órgano jurisdiccional que debe conocer de toda esta clase de recursos será el Juzgado de lo Contencioso Administrativo (STS de 30 de marzo de 2001, Rec. 583/2000; 23 de noviembre de 2001, Rec. 1568/2000 y 26 de febrero de 2001, Rec. 766/2000).

Por lo tanto, la competencia queda de la siguiente manera:


	
•  En primer lugar se extiende solamente a los actos y no a las disposiciones de los entes de derecho público.

	
•  En segundo, la atribución es general, aunque viene delimitada negativamente en dos aspectos:
	
—  Porque se excluyen aquellos actos cuya cuantía sea superior a 60.000 Euros.

	
—  Porque se excluyen los actos relativos al dominio público, obras públicas del Estado, expropiación forzosa y propiedades especiales.







La competencia atribuida conforme a las reglas anteriores se extiende también a las resoluciones de los órganos superiores cuando confirmen íntegramente, en vía administrativa de recurso o en procedimiento de fiscalización o tutela los actos dictados por los inferiores.
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	ORGANISMOS, ENTES, ENTIDADES O CORPORACIONES DE DERECHO PÚBLICO (DEL ESTADO) CUYA COMPETENCIA NO SE EXTIENDA A TODO EL TERRITORIO NACIONAL


	SON COMPETENTES
	NO SON COMPETENTES



	ACTOS
	DISPOSICIONES




	Cuantías inferiores a 6.000 EUROS
	Cuantías superiores a 6.000 EUROS











  Actos de las Juntas Electorales 








2.6. Actos de las Juntas Electorales


 Concuerda la actual previsión legal con lo dispuesto en el art. 1.3, apartado c), de la LJCA, que, al regular la extensión y límites de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, dispone que se extiende a la actuación de la Administración Electoral, en los términos previstos en la Ley Orgánica del Régimen Electoral General.

Interesa resaltar entonces que el apartado 5 del art. 8 LJCA, que ahora analizamos, alberga una verdadera norma de reenvío, pues, al decir que la competencia de los juzgados se producirá en los términos previstos en la Legislación electoral está en realidad diciendo que la competencia de tales juzgados se producirá en los casos en los que dicha norma sectorial establezca, de manera que la referencia de la LJCA tiene la condición de superflua, o, a lo más, válida sólo en tanto en cuanto va a recordar (ilustrar) que existen otras normas competenciales extramuros de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa. 

Esas normas están ahora en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General.








  Autorizaciones para entrar en domicilios y lugares cuyo acceso requiera consentimiento de su titular 








2.7. Autorizaciones para entrar en domicilios y lugares cuyo acceso requiera consentimiento de su titular


 La precisión del sentido y alcance de la atribución competencial a los Juzgados de lo Contencioso Administrativo de estas autorizaciones, antes asignadas a los Jueces de Instrucción, no tiene una dificultad especial, ya que, además, son el único órgano jurisdiccional al que se le atribuyen, lo que, por tanto, se produce sea cual fuere el ámbito territorial o la jerarquía del órgano administrativo autor del acto que se pretende ejecutar. 

Las dudas surgen únicamente desde aspectos relacionados pero ajenos al objeto del presente estudio, cuales son para qué actos pudiera recabarse la autorización judicial, para qué espacios o lugares será necesaria, es decir, qué concretos espacios se estima que deben calificarse de domicilios y restantes lugares cuyo acceso requiera el consentimiento de su titular, y, por último, cuáles son las facultades de control de legalidad del Juez Contencioso Administrativo sobre estos actos. 

El primero de los interrogantes tiene su respuesta en el art. 100 LPACAP, cuyo apartado 3 dispone que, si fuese necesario entrar en el domicilio del afectado o en los restantes lugares que requieran la autorización de su titular, las Administraciones Públicas deberán obtener el consentimiento del mismo o, en su defecto, la oportuna autorización judicial. 

Esta prevención ha de ponerse en relación con los apartados que le anteceden, donde se relatan los medios de que dispone la Administración para la ejecución forzosa de sus actos, interesándonos, especialmente, el apremio sobre el patrimonio y la ejecución subsidiaria. La multa coercitiva solo nos interesa en cuanto no sea satisfecha voluntariamente, pues en ese caso se acudirá nuevamente al apremio sobre el patrimonio. 

Con respecto a qué clase de entradas o actividades, que puedan realizar las Administraciones en locales, terrenos o vehículos, y sobre si necesitarán para ello autorización judicial o no véase el estudio contenido en este mismo epígrafe en el que se aborda las concretas exigencias de autorización judicial para la entrada e inspección de domicilios, locales, terrenos y medios de transporte acordados por la Comisión Nacional de la Competencia. Al hilo de esa atribución se realiza un estudio más general. 

Y el tercero, referente al ámbito de control de legalidad por el Juez de lo Contencioso, ha de resolverse a la luz de la jurisprudencia constitucional, que ha articulado las directrices por las que debe discurrir la actividad del juez autorizante. 

Los términos esenciales de la doctrina jurisprudencial al respecto son: 


	
•  La función que incumbe al Juez de Instrucción en la ejecución administrativa, como garante del derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio (art. 18.2 CE), no debe reducirse a un simple automatismo formal (STC 76/1992). 

	
•  Por el contrario, la ley ha atribuido al Juez la función de garantizar el derecho a la inviolabilidad del domicilio frente a la ejecución de los actos administrativos. 

	
•  El juez tiene, primeramente, potestad de controlar que el interesado es, efectivamente, el titular del domicilio para cuya entrada se solicita la autorización y que el acto se entiende precisamente con él (SSTC 137/1985 y 160/1991). 

	
•  En segundo lugar debe valorar la necesidad de dicha entrada para la ejecución del acto de la Administración. 

	
•  En tercer lugar le atribuye un control liminar de que el acto sea dictado por la autoridad competente. 

	
•  En cuarto lugar debe comprobar que el acto aparezca fundado en Derecho. 

	
•  En quinto, que la entrada en el domicilio o lugar cerrado es necesaria para alcanzar el fin perseguido.

	
•  En sexto, que no se produzcan más limitaciones que las estrictamente necesarias para la ejecución del acto" (STC 76/1992, f. j. 3º). 

	
•  Las facultades del Juez han de incorporar un mayor grado de intensidad en el control provisorio de legalidad del acto administrativo cuando el contenido de éste puede incidir negativamente en los derechos de libertad de los ciudadanos.  




Si así lo apreciase el Juez, la entrada domiciliaria no podría ser atendida, para evitar que la prerrogativa de la ejecutoriedad de los actos administrativos primase sobre el contenido de los derechos y libertades fundamentales de los ciudadanos, dada la posición preferente que a los derechos fundamentales corresponde dentro del ordenamiento jurídico. 










  Autorización o ratificación judicial de medidas de las autoridades sanitarias 








2.8. Autorización o ratificación judicial de medidas de las autoridades sanitarias


 La competencia especial de los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo que en este nuevo apartado se aborda fue introducida dentro de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa a través de la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre, de modificación de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.

No deja de ser una peculiar cláusula atributiva ésta a la que ahora nos referimos, ya que buena parte de las limitaciones o restricciones que más comúnmente puedan efectuarse sobre los derechos fundamentales por causa sanitaria son objeto de regulación específica en otros sectores del ordenamiento jurídico y, como consecuencia de ello, corresponde también su control de legalidad a órdenes jurisdiccionales diferentes del Contencioso Administrativo.

Por ser el más evidente ejemplo de aquello a lo que nos referimos podemos citar los internamientos forzosos por causa de enfermedad mental, que se regulan en el artículo 763 de la LEC 2000. En esta Ley se recogen además las dos modalidades tradicionales de esa clase de internamientos y que antes se contenían en el articulado del Código Civil (hoy ya no) como son:


	
a)  El internamiento no voluntario por razón de trastorno psíquico de carácter no urgente, que requiere autorización judicial, previa a ese mismo internamiento, emitido por el tribunal (civil) del lugar donde resida la persona afectada por el internamiento.

	
b)  El internamiento por razones de urgencia y por decisión facultativa. En este caso, el responsable del centro en que se hubiere producido el internamiento deberá dar cuenta de éste al tribunal competente lo antes posible y, en todo caso, dentro del plazo de veinticuatro horas, a los efectos de que se proceda a la preceptiva ratificación de dicha medida, que deberá efectuarse en el plazo máximo de setenta y dos horas desde que el internamiento llegue a conocimiento del tribunal (éste también civil).    



No dejamos de notar además que el artículo 8 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa alude a razones de "salud pública", y los internamientos a los que nos acabamos de referirnos son fundamentalmente atinentes a la "salud privada" o "individual"; aunque ciertamente quepa prever en ocasiones potenciales efectos lesivos (por ejemplo en el caso de enfermos peligrosos) sobre el orden público o la integridad de los demás ciudadanos. En todo caso son materias de competencia de la jurisdicción civil.

Otras intervenciones, asimismo llamativas, como las transfusiones forzosas o determinados tratamientos, igualmente forzados, que tradicionalmente vienen siendo solventados por los juzgados penales en funciones de guardia, no pueden tampoco calificarse como de "salud pública" sino, como en el ejemplo anterior de las enfermedades mentales, de "salud individual".

No deja de ser por tanto confuso el substrato aplicativo que tendrá este precepto. En modo alguno la exposición de motivos de la Ley en la que la norma se introduce nos aclara nada, pues guarda total silencio sobre los casos en los que está pensando. Tampoco una exploración por los trabajos legislativos previos nos arroja luz alguna ya que la competencia se encontraba contenida en el primitivo proyecto de ley, aunque como Disposición Adicional Octava (Luego pasó a ser disposición decimocuarta), sin expresión de razones o fundamento tampoco en la primitiva exposición de motivos.

Con todas esas reservas y carencias, y a falta aún de jurisprudencia, estimamos sin embargo que la competencia que se asigna a los juzgados resultará, desde el punto de vista material, reconducible de manera especial a las determinaciones contenidas en el art. 26 de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad.

Según ésta, en caso de que exista o se sospeche razonablemente la existencia de un riesgo inminente y extraordinario para la salud (por ser ejemplos de actualidad pensemos en una persona portadora de la gripe aviar —que tanta alarma infundada causó en tiempos— u otra enfermedad contagiosa y grave cualquiera, como la gripe "A" o también llamada "porcina" —que también provocó un estado de alarma igualmente infundado—), las autoridades sanitarias adoptarán las medidas preventivas "que estimen pertinentes".

Entre tales medidas "pertinentes" y de libre estimación (menciones que obviamente albergan una cláusula abierta), se citan por la misma ley la incautación o inmovilización de productos, suspensión del ejercicio de actividades, cierres de Empresas o sus instalaciones, o la intervención de medios materiales y "personales".


Cuando esas medidas comporten limitación de un derecho fundamental (pensemos en las "cuarentenas") ya no serán las autoridades administrativas las que por sí puedan acordarlas, sino que deberán acudir al auxilio judicial. La "intervención" de "medios personales" es una referencia inconcreta que a la postre puede saldarse con restricciones graves de los derechos fundamentales.



Otro ejemplo de disposiciones de derecho material que pueden dar lugar a una intervención judicial como las que la competencia que abordamos refleja, son algunas de las existentes en materia de extranjería. Es cierto, por ejemplo, que son las autoridades nacionales las que por sí pueden impedir la salida o la entrada de un extranjero que padezca una grave enfermedad contagiosa, pero sin embargo, luego, su internamiento forzoso en un centro sanitario, debe ser acordado por un juez.
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2.9. Autorización para inspecciones acordadas por la Comisión Nacional de la Competencia


 Los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo conocerán también de las autorizaciones que sean necesarias para la entrada e inspección de domicilios, locales, terrenos y medios de transporte que hayan sido acordadas por la Comisión Nacional de la Competencia, cuando, requiriendo dicho acceso e inspección el consentimiento de su titular, éste se oponga a ello o simplemente exista riesgo de tal oposición. 

Esta nueva atribución de los juzgados de lo contencioso administrativo ha sido Introducida por la Ley 15/2007, de 3 de julio, de defensa de la competencia. 

Resulta profundamente interesante esta atribución legal ya que de ella no sólo parece extraerse, como es evidente, que cuando exista la necesidad de recabar autorización judicial (en todos esos casos) serán los Juzgados de lo Contencioso Administrativo los competentes para a ello, sino también deducirse tenuemente una posición favorable a la exigencia de autorización judicial en supuestos en los que hasta ahora era discutible su necesidad. 

Veremos si esa inicial percepción se mantiene. 

El supuesto del "domicilio" y su entrada en él resulta, en cuanto requiere autorización judicial, forzosamente evidente por imperativo del art. 18.2 de la Constitución: "El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin consentimiento del titular o resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito". A ello ya nos hemos referido más arriba a la hora de estudiar las competencias generales de los Juzgados para la entrada en lugares cerrados para el cumplimiento y ejecución de los actos administrativos. 

Sin embargo, al margen de los domicilios, resulta mucho más discutible si esa misma autorización judicial es necesaria en los demás casos (vehículos, terrenos, fincas abiertas o cerradas, etc.). 

El Tribunal Constitucional (STC 69/1999 de 26 de abril de 1999) ha aclarado primeramente que no todo "local" sobre cuyo acceso posee poder de disposición su titular debe ser considerado como domicilio a los fines de la protección que el art. 18.2 CE garantiza. Y la razón que impide esta extensión, dice, "es que el derecho fundamental aquí considerado no puede confundirse con la protección de la propiedad de los inmuebles ni de otras titularidades reales u obligacionales relativas a dichos bienes que puedan otorgar una facultad de exclusión de los terceros". 

Es decir, que una cosa es el "domicilio" y otra bien distinta el conjunto de bienes o derechos sobre lo que el propietario (o el titular de un derecho real) ostenta facultades de "exclusión" del dominio (por ejemplo, el derecho que tiene el propietario de una finca de impedir la entrada en ella, bien de la Administración bien por cualesquiera particulares). 

El mismo Tribunal Constitucional ha aclarado en otro momento (STC 130/1999 o 137/1985) que la Constitución, "al establecer el derecho a la inviolabilidad del domicilio, no lo circunscribe a las personas físicas, siendo pues extensivo o predicable igualmente de las personas jurídicas". 

Pero luego ha matizado que la protección constitucional del domicilio de las personas jurídicas (y especialmente de las sociedades mercantiles) no se extiende a todos los edificios o locales sino tan sólo a los espacios físicos que "son indispensables para que puedan desarrollar su actividad sin intromisiones ajenas, por constituir el centro de dirección de la sociedad o de un establecimiento dependiente de la misma o servir a la custodia de los documentos u otros soportes de la vida diaria de la sociedad o, de su establecimiento que quedan reservados al conocimiento de terceros" (STC 69/1999, de 26 de abril de 1999). 


En los locales "abiertos al público" no cabe sin embargo considerar que pueda producirse una vulneración del derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio. 



Igualmente sucede con aquellos otros locales, aun de acceso sujeto a autorización, donde se lleva a cabo una actividad laboral o comercial por cuenta de una sociedad mercantil que no está vinculada con la dirección de la sociedad o de un establecimiento ni sirva a la custodia de si documentación. 

Con respecto a los vehículos automóviles reiterada doctrina de la Sala Segunda del Tribunal Supremo (STS de 23 de enero (rec. 63/1996) y STS 27 de febrero de 1997 (rec. 1327/1995) o STS 5 de enero de 2000, entre muchas otras), vienen a indicar que no cabe asimilar, a efectos de las garantías necesarias para su práctica, el domicilio "con el vehículo", a no ser que éste constituya la vivienda de una persona (roulottes, por ejemplo). 

Por último está la controvertida cuestión de los terrenos y fincas, cerrados o no. En estos casos buena parte de la doctrina estima que no es en realidad necesaria autorización judicial para la entrada en ellos sino habilitación legal para que la autoridad o funcionario lo haga. Esa precisa cuestión fue profundamente debatida con motivo del recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el Gobierno en relación con el art. 9 de la Ley 3/2007, de 26 de julio, de medidas urgentes de modernización del Gobierno y Administración de la Comunidad de Madrid. La STC 214/2015 de 22 Oct. 2015, Rec. 8405/2007, declaró la nulidad del artículo impugnado que requería autorización judicial para que los agentes forestales pudieran acceder a montes de titularidad privada. 


Por tanto,  en todos aquellos otros casos distintos al domicilio y siempre y cuando los agentes de la autoridad gocen de las oportunas habilitaciones legales para actuar —por ejemplo, para entrar e inspeccionar terrenos—, no será necesario recabar suplementariamente una autorización judicial. 



En definitiva, la norma no transforma en exigencia de autorización judicial todos los supuestos que ella misma expresa —inspección de domicilios, locales, terrenos y medios de transporte— y sí que lo que quiere decir es, exclusivamente, que en aquellos casos en los que dicha autorización sea necesaria, la autoridad judicial competente para ello será el Juzgado de lo Contencioso Administrativo. 
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3. Juzgados Centrales de lo Contencioso Administrativo






3.1. Actos y resoluciones dictados por Ministros y Secretarios de Estado


 Actos dictados por Ministros y Secretarios de Estado en materia de personal

Los Juzgados Centrales de lo Conencioso conocen en única instancia los actos dictados por MInistros y Secretarios de Estado en materia de personal, salvo que confirmen en vía de recurso, fiscalización o tutela, actos dictados por órganos inferiores, o se refieran al nacimiento o extinción de la relación de servicio de funcionarios de carrera, o a las materias recogidas en el art. 11.1.a) LJCA sobre personal militar.

El concepto de lo que se entienda por personal ha quedado suficientemente delimitado cuando se hablaba del dependiente de las entidades locales o de los actos de las Administraciones autonómicas. Nada más ha de añadirse en este sentido, sino tan sólo remitirnos a lo expuesto en aquellos lugares, y de manera especial al Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público.

Lo propio hay que decir en relación con los conceptos de nacimiento y extinción de la relación de servicios de los funcionarios de carrera.


Además, como ocurría en esos supuestos, la competencia se refiere en exclusiva a los actos y no a las disposiciones, que en estos casos serán impugnadas ante la Sala de lo Contencioso de la Audiencia Nacional.



Interesa además consignar que el nacimiento de la relación de servicios de los funcionarios de carrera se regula en el Título IV de este Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, y la extinción, en sus arts. 63 y ss., que contemplan como causas de pérdida de la condición de funcionario de carrera.


	
a)  La renuncia a la condición de funcionario.

	
b)  La pérdida de la nacionalidad.

	
c)  La jubilación total del funcionario.

	
d)  La sanción disciplinaria de separación del servicio que tuviere carácter firme.

	
e)  La pena principal o accesoria de inhabilitación absoluta o especial para cargo público que tuviere carácter firme.  



También importa reseñar, en relación con la pérdida y adquisición (que ambas cosas se producirán) de la condición de funcionario de carrera, el art. 68 Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, y, en el ámbito de la Administración General del Estado, la vigencia aún del Real Decreto 2669/1998, de 11 de diciembre, que regula la rehabilitación de los funcionarios, que supondrá, ante la extinción del vínculo anterior, el nacimiento de una nueva relación de servicios. En líneas posteriores se expondrá qué autoridades serán las competentes para la rehabilitación.


No poseen competencia, sin embargo, los Juzgados Centrales de lo Contencioso en las materias reservadas por el art. 11.1.a) de la LJCA a la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional; a saber, los actos de cualesquiera órganos centrales del Ministerio de Defensa referidos a ascensos, orden y antigüedad en el escalafonamiento y destinos.



La LO 19/2003, de 23 de diciembre, de reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que ha modificado también la Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa en el particular de las competencias de los Juzgados, ha añadido una previsión hasta entonces inexistente en el artículo 9, según la cual los Juzgados Centrales de lo contencioso-administrativo conocerán en las materias de personal de los actos dictados por Ministros y Secretarios de Estado, y se añade, "salvo que confirmen en vía de recurso, fiscalización o tutela, actos dictados por órganos inferiores". Pues bien, esta previsión, antes ausente, va a garantizar en este aspecto la vigencia del mismo sistema de atribución competencial que rige para todos los demás órganos. Según tal sistema, cuando el órgano administrativo superior confirma pura y simplemente el acto del inferior, el Juzgado competente será aquel al que correspondía enjuiciar el acto primero según las reglas generales. 

Pero esa norma generalizada fue alterada por una cierta jurisprudencia según la cual, al no expresarse de manera explícita la indicada salvedad en el art. 9 LJCA, había que invertir el sistema que regía para los otros órganos, de manera que los Juzgados Centrales conocían de todos los acuerdos procedentes de los Ministros y Secretarios de Estado en materia de personal, aunque éstos se limitaran a confirmar los recursos contra autoridades inferiores. Pero, como decimos, esa situación cambió con la Ley Orgánica 19/2003, no quedando por tanto ya excepción alguna en esta materia.

En el caso de acuerdos en materia de personal dictados por el Presidente de la Agencia Estatal de la Administración Tributaria la jurisprudencia ha sido clara en el sentido de indicar que el Presidente de dicha Agencia es el Secretario de Estado de Hacienda, conforme a lo establecido en el art. 103 de la L 31/90, de 27 de diciembre. Esta realidad jurídica se impone sobre las demás, de modo que todos los actos que sean dictados por dicho Secretario de Estado, con independencia de la circunstancia de que luego se inserte en un ente como la Agencia Tributaria, serán revisados por los Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo (SSTS de 16 de febrero de 2001, Rec. 989/2000, 23 de febrero de 2001, Rec. 1076/2000, 26 de febrero de 2001, Rec. 973/2000 —tres de la misma fecha—, 28 de febrero de 2001, etc.).

A un resultado distinto nos lleva sin embargo la aplicación de las reglas legales en materia de competencia cuando lo que se impugna son las Relaciones de Puestos de Trabajo aprobadas por dicho Presidente de la Agencia Tributaria, pues en estos casos la jurisprudencia viene asimilando dichos productos normativos a las disposiciones generales, con lo que su conocimiento correspondería siempre a la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional y no a los Juzgados Centrales (SSTS de 12, 13, 14 y 15 de febrero de 2001, 19 de febrero de 2001, Rec. 945/2000, etc.).
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	JUZGADOS CENTRALES DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO CUESTIONES DE PERSONAL
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	Los actos
	Las disposiciones 



	Funcionarios de carrera
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	Aprobación o modificación de plantillas
	 



	Régimen disciplinario (sanciones)
	 



	Retribuciones
	 



	Licencias o permisos
	 



	Situaciones administrativas
	 



	Personal interino o eventual
	 



	 
	Actos de los órganos centrales del M. De Defensa sobre ascensos, orden y antigüedad en escalafonamiento y destinos



	 
	Objeción de conciencia y Prestación Social Sustitutoria (en liquidación)
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	Adquisición de la condición de funcionario



	 
	Extinción de la relación de servicios en las distintas modalidades, como puede ser la separación del servicio por sanción disciplinaria, la pérdida de la condición de funcionario, jubilación



	 
	Rehabilitación de funcionarios





Resoluciones dictadas por los Ministros y Secretarios de Estado en materia de responsabilidad patrimonial

Los Juzgados Centrales de lo Conencioso conocen en primera o única instancia, de los recursos contra las resoluciones dictadas por los Ministros y Secretarios de Estado en materia de responsabilidad patrimonial cuando lo reclamado no exceda de 30.050 Euros.

Esta regla no requiere comentario alguno ya que las referencias hechas en otros lugares resultan aquí de plena aplicación. Solo debe destacarse que los Juzgados Centrales no conocen de todos los casos decididos por los Ministros y Secretarios de Estado en la materia, sino sólo hasta una cuantía determinada (30.050 Euros).

En el ámbito de la Administración General del Estado esta atribución de la revisión de los actos de los Ministros en la materia tiene un indudable alcance, ya que el art. 92 LPACAP dispone que los procedimientos de responsabilidad patrimonial se resolverán por el Ministro respectivo o por el Consejo de Ministros en los casos del artículo 32.3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, del Régimen Jurídico del Sector Público o cuando una ley así lo disponga.
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3.2. Actos de los órganos centrales de la Administración General del Estado


 Conocen en única o primera instancia en los supuestos previstos en el art. 9.1.b) LJCA.

Nótese, a la hora de interpretar la cláusula de atribución contenida en el presente apartado, que por órganos centrales de la Administración General del Estado debe entenderse la totalidad de éstos; es decir, tanto los que el art. 55 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público se califican como órganos superiores como los que son denominados órganos directivos.

Y así poseen la primera condición:


	
•   Los Ministros.

	
•   Los Secretarios de Estado.



Y la segunda, esto es, son órganos directivos:


	
•  Los Subsecretarios y Secretarios generales.

	
•  Los Secretarios generales técnicos y Directores generales.

	
•   Los Subdirectores generales.



Pues bien, todos ellos son calificables de órganos centrales de la Administración General del Estado a los efectos que ahora nos interesan.

Solamente sus actos administrativos, y no sus disposiciones, son impugnables en esta sede, por lo que éstas, a falta de expresa atribución, serán recurribles ante la Sala de lo Contencioso de los Tribunales Superiores de Justicia, al amparo del art. 10.1.j) de la LJCA.

Esas dudas surgen porque el art. 9.1.b) LJCA atribuye la competencia, sin más aclarar, y luego dice: "en los supuestos previstos en el apartado 2.b) del art. 8".... Pues bien, así como nada se dice en el art. 9 LJCA, lo cierto es que en el art. 8.2.b) LJCA, objeto de remisión, sí que explícitamente se limita la competencia a cuantías inferiores a 60.000 Euros.

Entendemos que esta duda tiene una solución de pura hermenéutica y otra de orden lógico. Y así, el art. 9.1.b) LJCA se remite a los supuestos del art. 8.2.b) LJCA, supuestos, dice la norma, y no, por ejemplo, que la atribución se deberá entender en los mismos términos. Y dentro del art. 8.2.b) LJCA existe una regla general -la cuantitativa- y una serie de supuestos o materias. Por ello estimamos que la atribución del art. 9.1.b) LJCA no está sujeta a limitaciones cuantitativas.

El razonamiento lógico lleva a la misma conclusión, pues si los Juzgados Centrales conocieran de estos asuntos solo en cuantías inferiores a 60.000 euros, de las cuantías superiores conocerían los Tribunales Superiores de Justicia, al no existir expresa mención en el art. 11 LJCA para la Audiencia Nacional, lo que supondría un irracional baile de asuntos entre los órganos jurisdiccionales centrales y los autonómicos.

Una importante duda surge con respecto a si los Juzgados Centrales de lo Contencioso Administrativo deben conocer de estos recursos cualquiera que fuera la cuantía de estos actos.

TÉNGASE EN CUENTA: La actual remisión al art. 8.2.b) LJCA ha ampliado buena parte de su contenido inicial, pues en la redacción inicial de este precepto la competencia se extendía sobre un elenco limitado de supuestos sancionadores. En la actualidad sin embargo todas las sanciones, sean cuales fueren y la materia en la que se dictasen, serán de competencia de los Juzgados Centrales.
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3.3. Disposiciones generales y actos emanados de los organismos públicos


 El concepto de Organismos Públicos

Según el art. 88 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, del Régimen Jurídico del Sector Público, "Son organismos públicos dependientes o vinculados a la Administración General del Estado, bien directamente o bien a través de otro organismo público, los creados para la realización de actividades administrativas, sean de fomento, prestación o de gestión de servicios públicos o de producción de bienes de interés público susceptibles de contraprestación; actividades de contenido económico reservadas a las Administraciones Públicas; así como la supervisión o regulación de sectores económicos, y cuyas características justifiquen su organización en régimen de descentralización funcional o de independencia".

El concepto de "sector público" aparece a lo largo del Ordenamiento Jurídico con alcances ciertamente diversos, como ocurre en el art. 136 de la CE y en los arts. 2 Ley 47/2003, de 26 de noviembre (sector público estatal), art. 3 Ley 47/2003, de 26 de noviembre (sector público administrativo, empresarial o fundacional), art. 18 Ley 47/2003, de 26 de noviembre, en el Capítulo V del Título II, y en la DA. 9ª de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

Por su parte, la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, recoge un concepto de "sector público" ciertamente amplio pero que condiciona la entrada de la jurisdicción contencioso- administrativa en la materia y también la aplicación de las reglas de competencia que ahora nos ocupan.


De la delimitación subjetiva que la Ley 9/2017 contiene en su art. 3, se derivará su aplicación en régimen de derecho público a los contratos onerosos que celebren los entes de ese mismo "sector público".



Y, por tanto, entrarán a conocer los Juzgados Centrales de los recursos que se formulen con ocasión de esos contratos:


	
•  Cuando los entes que los celebren pertenezcan al sector público "estatal" (y no autonómico o local), y

	
•  Siempre que además su competencia se extienda a todo el territorio nacional (y no en otro caso).



El concepto de Sector público

Pasemos a delimitar ese concepto de Sector Público a efectos de la aplicación de la Ley de Contratos del Sector Público.

Pues bien, la ley distingue (art. 3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público): Sector público en sentido estricto, Administraciones Públicas (dentro de ese sector) y otra categoría que denomina "Poderes Adjudicadores":

Sector público en sentido estricto

Para esta LCSP, se considera que forman parte del sector público los siguientes entes, organismos y entidades:


	
•  La Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades Autónomas y las Entidades que integran la Administración Local.

	
•  Las entidades gestoras y los servicios comunes de la Seguridad Social.

	
•  Los Organismos Autónomos, las Universidades Públicas y las autoridades administrativas independientes

	
•  Los consorcios dotados de personalidad jurídica propia a los que se refieren el art. 47 Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, y la legislación de régimen local, así como los consorcios regulados por la legislación aduanera.

	
•  Las fundaciones públicas. A efectos de esta Ley, se entenderá por fundaciones públicas aquellas que reúnan alguno de los siguientes requisitos:
	
1.  Que se constituyan de forma inicial, con una aportación mayoritaria, directa o indirecta, de una o varias entidades integradas en el sector público, o bien reciban dicha aportación con posterioridad a su constitución.

	
2.  Que el patrimonio de la fundación esté integrado en más de un 50 por ciento por bienes o derechos aportados o cedidos por sujetos integrantes del sector público con carácter permanente.

	
3.  Que la mayoría de derechos de voto en su patronato corresponda a representantes del sector público.





	
•   Las Mutuas colaboradoras con la Seguridad Social.

	
•   Las Entidades Públicas Empresariales a las que se refiere la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, y cualesquiera entidades de derecho público con personalidad jurídica propia vinculadas a un sujeto que pertenezca al sector público o dependientes del mismo.

	
•   Las sociedades mercantiles en cuyo capital social la participación, directa o indirecta, de entidades de las mencionadas en las letras a), b), c), d), e), g) y h) del presente apartado sea superior al 50 por 100, o en los casos en que, sin superar ese porcentaje, se encuentre respecto de las referidas entidades en el supuesto previsto en el artículo 5 del texto refundido de la Ley del Mercado de Valores, aprobado por Real Decreto Legislativo 4/2015, de 23 de octubre (hoy art. 4 de la Ley 6/2023, de 17 de marzo, de los Mercados de Valores y de los Servicios de Inversión, que ha derogado dicho Real Decreto Legislativo 4/2015).

	
•  Los fondos sin personalidad jurídica.

	
•  Cualesquiera entidades con personalidad jurídica propia, que hayan sido creadas específicamente para satisfacer necesidades de interés general que no tengan carácter industrial o mercantil, siempre que uno o varios sujetos pertenecientes al sector público financien mayoritariamente su actividad, controlen su gestión, o nombren a más de la mitad de los miembros de su órgano de administración, dirección o vigilancia.

	
•   Las asociaciones constituidas por las entidades mencionadas en las letras anteriores.

	
•   A los efectos de esta Ley, se entiende que también forman parte del sector público las Diputaciones Forales y las Juntas Generales de los Territorios Históricos del País Vasco en lo que respecta a su actividad de contratación



Administraciones Públicas

Por otra parte, de entre los ya indicados como pertenecientes al "sector público", son calificables como Administraciones Públicas:


	
•   La Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades Autónomas, las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla y las Entidades que integran la Administración Local.

	
•   Las Entidades Gestoras y los Servicios Comunes de la Seguridad Social.

	
•   Los Organismos Autónomos, las Universidades Públicas y las autoridades administrativas independientes.

	
•   Las Diputaciones Forales y las Juntas Generales de los Territorios Históricos del País Vasco en lo que respecta a su actividad de contratación.

	
•   Los consorcios y otras entidades de derecho público, en las que dándose las circunstancias establecidas en el art. 3.3.d) de la LCSP para poder ser considerados poder adjudicador y estando vinculados a una o varias Administraciones Públicas o dependientes de las mismas, no se financien mayoritariamente con ingresos de mercado. Se entiende que se financian mayoritariamente con ingresos de mercado cuando tengan la consideración de productor de mercado de conformidad con el Sistema Europeo de Cuentas.   



Por otra parte, se consideran "poderes adjudicadores" (art. 3.3 de la LCSP) a efectos de esa misma Ley, las siguientes entidades:


	
•  Las Administraciones Públicas.

	
•  Las fundaciones públicas.

	
•  Las Mutuas colaboradoras con la Seguridad Social.

	
•   Todas las demás entidades con personalidad jurídica propia distintas de las expresadas en las letras anteriores que hayan sido creadas específicamente para satisfacer necesidades de interés general que no tengan carácter industrial o mercantil, siempre que uno o varios sujetos que deban considerarse poder adjudicador de acuerdo con los criterios de este apartado 3, bien financien mayoritariamente su actividad; bien controlen su gestión; o bien nombren a más de la mitad de los miembros de su órgano de administración, dirección o vigilancia.

	
•   Las asociaciones constituidas por las entidades mencionadas en los párrafos anteriores.



Entes del Sector Público estatal

Lo indicado hasta aquí, pretende poner de manifiesto la dificultad de la delimitación del concepto del "sector público" y que el alcance del concepto no siempre es el mismo, sino que puede cambiar según las leyes.

Pero, en todo caso, para que exista competencia de los Juzgados Centrales de lo Contencioso Administrativo es necesario que se trate de entes del Sector Público estatal y no de cualquier otro sector público.


	
•  La excepción a estas reglas viene determinada (pese a las deficiencias técnicas de la remisión) por la atribución singular contenida en el art. 10.1.i) de la LJCA, donde expresamente se atribuye a los Tribunales Superiores de Justicia el conocimiento de los recursos contra los actos en materias de personal, propiedades especiales y expropiación forzosa.

	
•  Esta atribución competencial, que por su tono amplio y pluricomprensivo abrazaría el control de una amplia gama de entidades u organismos, debe sin embargo complementarse teniendo bien presente la existencia de la disp. adic. 4ª de la LJCA, en cuanto sujeta el control de determinados organismos a la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Audiencia Nacional.  



Entre todos aquellos que se impugnan ante la Audiencia Nacional (y que, por tanto, son excepción a la regla de atribución del art. 8.3 de la LJCA) están: 


	
•   Los actos administrativos no susceptibles de recurso ordinario dictados por el Banco de España y las resoluciones del Ministro de Economía y Hacienda que resuelvan recursos ordinarios contra actos dictados por el Banco de España, así como las disposiciones dictadas por la citada entidad, directamente, en única instancia, ante la Sala de lo Contencioso-administrativo de la Audiencia Nacional de conformidad con lo dispuesto en la Ley 13/1994, de 1 de junio, de Autonomía del Banco de España.

	
•   Los actos administrativos no susceptibles de recurso ordinario dictados por la Comisión Nacional del Mercado de Valores y las resoluciones del Ministro de Economía y Hacienda que resuelvan recursos ordinarios contra actos dictados por la Comisión Nacional del Mercado de Valores, así como las disposiciones dictadas por la citada entidad, directamente, en única instancia, ante la Sala de lo Contencioso-administrativo de la Audiencia Nacional.

	
•   Las resoluciones y actos del Presidente y del Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, directamente, en única instancia, ante la Sala de lo Contencioso-administrativo de la Audiencia Nacional.

	
•   Las resoluciones de la Junta Arbitral regulada por la Ley Orgánica 3/1996, de 27 de diciembre, de Modificación parcial de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas, directamente, en única instancia, ante la Sala de lo Contencioso-administrativo de la Audiencia Nacional.

	
•   Los actos y disposiciones dictados por la Agencia Española de Protección de Datos, Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, Consejo Económico y Social, Instituto Cervantes, Consejo de Seguridad Nuclear, Consejo de Universidades y Sección Segunda de la Comisión de Propiedad Intelectual, directamente, ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional.

	
•   Las resoluciones del Ministro de Economía y Competitividad que resuelvan recursos de alzada contra actos dictados por el Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas, así como las resoluciones de carácter normativo dictadas por el Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas directamente, en única instancia, ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional.

	
•   Las resoluciones del Consejo Gestor del Fondo de apoyo a la solvencia de empresas estratégicas directamente, en única instancia, ante la Sala de lo Contencioso-administrativo de la Audiencia Nacional.



Cuadro-resumen







	JUZGADOS CENTRALES DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

	ORGANISMOS PÚBLICOS Y ENTIDADES DEL SECTOR PÚBLICO O ESTATAL


	SON COMPETENTES PARA ...
	NO SON COMPETENTES PARA...





	Actos administrativos
	Personal



	Procedentes de organismos públicos
	Propiedades especiales



	Procedentes de entidades del sector público estatal
	Expropiación forzosa
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3.4. Resoluciones de inadmisión de las peticiones de asilo


 Conocen en primera instancia, de las resoluciones que acuerden la inadmisión de las peticiones de asilo político. Es importante hacer notar que, a nuestro juicio, las facultades de revisión de legalidad que se atribuyen a los Juzgados Centrales de lo Contencioso Administrativo contra las resoluciones de inadmisión de las solicitudes de asilo son plenamente respetuosas con las exigencias del art. 46 de la Directiva 2013/32/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de junio de 2013, sobre procedimientos comunes para la concesión o la retirada de la protección internacional.

Esta competencia de los Juzgados Centrales fue introducida ex novo por la Ley Orgánica 19/2003.

Recordemos por otra parte que la posibilidad de inadmitir a trámite las solicitudes de asilo fue introducida en la Ley 5/1984, de 26 de marzo (ya derogada) por la reforma producida a través de la Ley 9/1994, de 19 de mayo, a través de la cual se introdujo una fase o trámite previo de admisión de las solicitudes de asilo con objeto de proceder a "la denegación de forma rápida de aquellas peticiones que sean manifiestamente abusivas o infundadas".

La Ley 12/2009, de 30 de octubre, reguladora del derecho de asilo y de la protección subsidiaria, actualmente vigente, mantiene la inadmisión a trámite del asilo, aunque ahora existen dos modalidades de inadmisión: en frontera y en territorio.

Las causas de dicha inadmisión son, sin embargo, comunes:


	
•  Por falta de competencia para el examen de las solicitudes:
	
—  Cuando no corresponda a España su examen con arreglo al Reglamento CE/343/2003, del Consejo, de 18 de febrero, por el que se establecen los criterios y mecanismos de determinación del Estado miembro responsable del examen de una solicitud de asilo presentada en uno de los Estados miembros por un nacional de un tercer país. A este reglamento nos hemos referido en apartados anteriores.

	
—  Cuando no corresponda a España su examen de conformidad con los Convenios Internacionales en que sea Parte.





	
•  Por falta de requisitos:
	
—  Cuando, de conformidad con lo establecido en los artículos 25.2.b) y 26 de la Directiva 2005/85/CE del Consejo (esta Directiva queda derogada, con efectos a partir del 21 de julio de 2015, por el art. 53 de la Directiva 2013/32/UE, de 26 de junio de 2013 sobre procedimientos comunes para la concesión o la retirada de la protección internacional), la persona solicitante se halle reconocida como refugiada y tenga derecho a residir o a obtener protección internacional efectiva en un tercer Estado, siempre que sea readmitida en ese país, no exista peligro para su vida o su libertad, ni esté expuesta a tortura o a trato inhumano o degradante y tenga protección efectiva contra la devolución al país perseguidor, con arreglo a la Convención de Ginebra;

	
—  Cuando la persona solicitante proceda de un "tercer país seguro", de conformidad con lo establecido en el artículo 27 de la Directiva 2005/85/CE del Consejo (esta Directiva queda derogada, con efectos a partir del 21 de julio de 2015, por el art. 53 de la Directiva 2013/32/UE, de 26 de junio de 2013 sobre procedimientos comunes para la concesión o la retirada de la protección internacional) y, en su caso con la lista que sea elaborada por la Unión Europea, donde, atendiendo a sus circunstancias particulares, reciba un trato en el que su vida, su integridad y su libertad no estén amenazadas por razón de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a grupo social u opinión política, se respete el principio de no devolución, así como la prohibición de expulsión en caso de violación del derecho a no ser sometido a torturas ni a tratos crueles, inhumanos o degradantes, exista la posibilidad de solicitar el estatuto de refugiado y, en caso de ser refugiado, a recibir protección con arreglo a la Convención de Ginebra; siempre que el solicitante sea readmitido en ese país y existan vínculos por los cuales sería razonable que el solicitante fuera a ese país.Para la aplicación del concepto de tercer país seguro, también podrá requerirse la existencia de una relación entre el solicitante de asilo y el tercer país de que se trate por la que sería razonable que el solicitante fuera a ese país.



	
—  Cuando el solicitante hubiese reiterado una solicitud ya denegada en España o presentado una nueva solicitud con otros datos personales, siempre que no se planteen nuevas circunstancias relevantes en cuanto a las condiciones particulares o a la situación del país de origen o de residencia habitual de la persona interesada.

	
—  Cuando la persona solicitante sea nacional de un Estado miembro de la Unión Europea.
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3.5. Resoluciones dictadas por el Comité español de disciplina deportiva


 Conocen en única o primera instancia, de las resoluciones que, en vía de fiscalización, sean dictadas por el Tribunal Administrativo del Deporte en materia de disciplina deportiva.

Esta competencia de los Juzgados Centrales fue introducida por la Disposición Final Segunda de la Ley Orgánica 7/2006, de 21 de noviembre, de protección de la salud y de lucha contra el dopaje en el deporte. La Ley se refería (y aún hoy lo hace) al Comité Español de Disciplina Deportiva. Sin embargo, en la actualidad las referencias a este Comité se han de entender como hechas al Tribunal Administrativo del Deporte, conforme establece el número 2 de la disposición adicional cuarta de la LO 3/2013, de 20 de junio, de protección de la salud del deportista y lucha contra el dopaje en la actividad deportiva.

Por otra parte, la mención a la "única" o "primera instancia" que esta nueva competencia contiene, no significa otra cosa (art. 81 de la LJCA) que, si el procedimiento tiene cuantía inferior a 30.000 euros, conocerán de él los Juzgados Centrales sin posibilidad de apelación, y, por el contrario, si el procedimiento rebasa dicha cuantía resolverán los Juzgados en primera instancia y se dará, contra su sentencia, apelación.
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3.6. Cesión de datos a un prestador de servicios de la Sociedad de la Información


 Esta nueva competencia de los Juzgados Centrales de lo Contencioso ha sido introducida en el art. 9 de la LJCA por la DF 43ª de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible.

Asimismo, ha sido reformado, en esta misma dirección, el art. 90.5 de la LOPJ, cosa que esta vez ha tenido lugar por medio de la Ley Orgánica 4/2011, de 11 de marzo, complementaria de la Ley de Economía Sostenible.

La autorización a la que se refiere el precepto que, como vemos ahora, corresponde otorgar a los Jueces Centrales de lo Contencioso Administrativo, es aquella que viene regulada en el art. 8.2 de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico.

Consiste tal autorización en permitir, con carácter previo (a que se realice), la expedición de un requerimiento por la Administración, que sería dirigido a los "prestadores de servicios de la sociedad de la información", para que se produzca una cesión de los datos, por parte de estos, que permitan la identificación del "responsable del servicio de la sociedad de la información" que está realizando una conducta presuntamente vulneradora de los derechos de propiedad intelectual.

Debe notarse la judicialización de esta medida (autorización de un requerimiento), así como de la que veremos en el apartado siguiente, relativamente infrecuente en otros ámbitos del derecho —incluso de intervención sobre derechos fundamentales primarios—. Y es que intervenciones parejas a éstas, incluso de mayor entidad, se actúan con frecuencia por la Administración, por propia autoridad y en ejercicio de sus prerrogativas exorbitantes o de sus poderes dotados de imperium.

Pero es también verdad que en otros casos existen, en garantía de los derechos fundamentales concernidos, intervenciones de los Tribunales de Justicia.

Son unas intervenciones que, además, van aumentando en los casos que las leyes van sucesivamente introduciendo, como sucede con las autorizaciones de entrada en los domicilios para la ejecución de los actos administrativos, la autorización o ratificación judicial de las medidas de las autoridades sanitarias, urgentes y necesarias para la salud pública, que impliquen privación o restricción de la libertad o de otro derecho fundamental (art. 8.6 LJCA), etc.

Organismos competentes para expedir el requerimiento y, por tanto, para obtener previa autorización judicial

Según el art. 8 de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico, son competentes para expedir este requerimiento los organismos que lo son "para la adopción de las medidas a que se refiere el apartado anterior".

Pero ese apartado nada dice sobre cuáles serán, en efecto, tales organismos o autoridades.

La interpretación nos lleva a concluir que le corresponde esta competencia a la Sección Segunda de la Comisión de Propiedad Intelectual, que ha sido creada por la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible, al reformar el art. 158 del Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril que aprueba el Texto Refundido de la Ley de Propiedad Intelectual.

A ella le incumbe el ejercicio de las funciones previstas en los arts. 8 y concordantes de la Ley 34/2002, de 11 de julio (y el requerimiento al que se refieren estas líneas se regula precisamente en este art. 8, más concretamente en su apartado 2).

En estos casos la Administración asume la salvaguarda de los derechos de propiedad intelectual, en sustitución —o complementariedad— de las iniciativas de los titulares de todos esos derechos, aunque no para todos los casos sino condicionada a un específico vehículo de lesión: el empleo de los servicios de la sociedad de la información.

Tampoco al intervenir la Administración limita con ello las posibles iniciativas o acciones de los titulares de tales derechos. Aquel requerimiento, pues, y la previa intervención judicial para obtenerlo, son completamente independientes de las acciones civiles, penales o contencioso administrativas que procedan. Así lo establece el art. 158.4 del Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril.

Finalidad del requerimiento y de la previa intervención judicial autorizante

El objeto del requerimiento que, si el Juez no lo deniega, será finalmente expedido por la Administración pasando a partir de tal momento a ser de cumplimiento obligatorio, consiste en identificar al "responsable del servicio de la sociedad de la información" que está realizando la conducta presuntamente vulneradora de los derechos.

Esa identificación se producirá, por otra parte, por el "prestador de servicios de la sociedad de la información".

La Ley 34/2002, de 11 de julio, de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico, no contiene definiciones, sin embargo, de lo que deban entenderse como estos "prestadores" ni menos de aquellos "responsables". Será necesario despejar, por tanto, caso por caso, las personas que puedan merecer una u otra calificación.

Nótese, por otra parte, que los preceptos aquí analizados se refieren a una actuación administrativa que es realizada para la salvaguarda de los derechos de propiedad intelectual, pero que los titulares de esos derechos bien pueden pretender su tutela jurídica ante los Tribunales.

Y para los casos en los que esto último ocurra, es indudable que el requerimiento administrativo previsto en el art. 8.2 de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico, coincide en sus objetivos con algunas de las diligencias preliminares, previas a la iniciación de un procedimiento judicial, previstas en el art. 256.1. 7º y 8º de la LEC 2000.

Contenido del requerimiento

El requerimiento consiste —se concreta— en la cesión de los datos que permitan la identificación de aquel "responsable" a fin de que pueda comparecer en el procedimiento.

Naturalmente, antes de velar por su adecuada comparecencia en calidad de "interesado en el procedimiento administrativo" [categoría que necesariamente hemos de poner en relación con las determinaciones del art. 4 LPACAP] aquella identificación permitirá conocer la identidad del responsable para, antes de nada, dirigir el procedimiento contra él.

Autorización judicial

El requerimiento exigirá, según se ha dicho, previa autorización judicial; cosa que se producirá de acuerdo con lo previsto en el apartado primero del art. 122 bis de la LJCA.

El procedimiento, absolutamente perentorio y sumario, es el que sigue:


	
1.  Solicitud de los órganos competentes (ya hemos dicho que ese órgano es la Sección Segunda de la Comisión de Propiedad Intelectual).En ella se han de exponer las razones que justifican la petición, acompañada de los documentos que sean procedentes.



	
2.  El Juzgado, en el plazo de 24 horas siguientes a la petición y, previa audiencia del Ministerio Fiscal, ha de dictar resolución "autorizando la solicitud efectuada siempre que no resulte afectado el artículo 18 apartados 1 y 3 de la Constitución".  




Así, pues, la autorización es obligada para el Juez, salvo las referidas afectaciones. Estimamos que el mero conocimiento de los datos de identidad del responsable no afecta, por sí mismo, a tales derechos, y en concreto ni al honor ni a la intimidad.



Una vez obtenida la autorización, los prestadores de servicios estarán obligados a facilitar los datos necesarios para llevar a cabo la identificación. Con esa mención legal a la obligatoriedad de la entrega cambia profundamente la situación existente hasta entonces, durante la cual algunos Tribunales habían declarado la ausencia de obligación de proporcionar esta clase de informaciones (en concreto de direcciones IP).

En este sentido podemos citar el Auto de la AP de Barcelona de 10 de diciembre de 2009, rec. 322/2009, o el Auto de la AP Barcelona de 15 de diciembre de 2009, rec. 369/2009.

Recordemos, por otra parte, que esa misma cuestión de la entrega de información por parte de prestadores de servicios de la sociedad de la información, en concreto a la hora de proporcionar las direcciones IP y las titularidades de personas eventualmente responsables de lesión de los derechos de propiedad intelectual, ha dado lugar a relevantes resoluciones judiciales en el pasado, como la emitida por STJUE de 29 de enero de 2008, rec. C-275/2006.

No parece necesario aclarar que el requerimiento será siempre administrativo, no judicial. Lo que hace el juez es autorizarlo, pero no por ello pierde competencia la Administración para su expedición ni, naturalmente, habrá obstáculo para su posterior control de legalidad de fondo por la Jurisdicción Contencioso Administrativa.

Contenido de la autorización y sus límites

El Juez Central ha de dictar una resolución (Auto) autorizando la solicitud efectuada, siempre que no resulte afectado el art. 18.1 y 3 de la CE, esto es, los derechos al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen; o el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas y telefónicas.
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3.7. Ejecución de los actos adoptados por la Sección Segunda de la Comisión de Propiedad Intelectual


 Consideraciones generales

Según el art. 9.2 de la LJCA corresponde también a los Juzgados Centrales "autorizar la ejecución" de los actos adoptados por la Sección Segunda de la Comisión de Propiedad Intelectual para que se interrumpa la prestación de servicios o para que se retiren contenidos que vulneren la propiedad intelectual.

Como en el caso anteriormente analizado, se trata también ahora de una intervención judicial que autoriza determinada actividad administrativa dirigida contra actividades de particulares que, eventualmente, pudieran lesionar determinados derechos, en concreto derechos de propiedad intelectual; aunque esa actividad administrativa de intervención no se produce para toda clase de lesiones a tales derechos sino sólo para las que tienen lugar por el específico cauce de la sociedad de los servicios de la información y por responsables que operan en ella (es decir, fundamentalmente a través de Internet).

Esta competencia también ha sido introducida en la LJCA por medio de la DF. 43ª de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible, en la reforma que ésta última ha realizado del artículo 9 de aquélla.

Asimismo, ha sido reformado, en la misma dirección, el art. 90.5 de la LOPJ, lo que ha tenido lugar por medio de la Ley Orgánica 4/2011, de 11 de marzo, complementaria de la Ley de Economía Sostenible.

Ambas reformas regulan, desde la perspectiva judicial autorizadora, la competencia que es articulada, para los aspectos administrativos de procedimiento y competencia, en el art. 158.4 del Real Decreto legislativo 1/1996, de 12 de abril por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Propiedad Intelectual.

Contenido de la intervención administrativa

ACLARACIÓN PREVIA: Vamos a referirnos en las siguientes líneas a la actividad que realiza la Sección Segunda de la Comisión de Propiedad Intelectual. Pero nótese que existirá una doble intervención judicial al respecto:


	
a)  Una primera, que es ésta a la que ahora nos estamos refiriendo, por la que sencillamente el Juez Central autorizará la ejecución de lo decidido, de modo que dicho Juez deberá realizar un examen forzosamente superficial de lo actuado (y referido a la afectación de los derechos fundamentales contenidos en el art. 20 CE).

	
b)  Otra segunda, que en buena medida coincidirá con la anterior pero que también puede tener elementos propios de análisis, en la que ya la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Audiencia Nacional revisará el fondo de la decisión producida.  



Pues bien, según el art. 158.4 del Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, Texto Refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, corresponde a la Sección Segunda de la Comisión de Propiedad Intelectual adoptar las medidas (no precisa cuáles) para que se interrumpa la prestación de un servicio de la sociedad de la información que vulnere derechos de propiedad intelectual o para retirar los contenidos que vulneren los citados derechos siempre que el prestador, directa o indirectamente, actúe con ánimo de lucro o haya causado o sea susceptible de causar un daño patrimonial.

Como se acaba de apuntar, las medidas concretas posibles no son enumeradas o tasadas (númerus clausus) sino que quedan abiertas en su elección por el órgano administrativo.

Esta clase de cláusulas atributivas relativamente abiertas no parece ser discutible desde la perspectiva del principio de vinculación positiva de las Administraciones Públicas ni tampoco desde la necesaria atribución, expresa y taxativa, de potestades a lo que se refiere el art. 8 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

Ya decimos que esa atribución abierta no nos parece discutible (ejemplos parecidos encontramos en otras áreas) pero sí debe quedar encuadrada la actividad, del modo más claro posible, por los principios de proporcionalidad (entre el derecho que se pretende tutelar y el bien o derecho que se sacrifica para ello) y de objetividad. No olvidemos además que ese deber de objetividad administrativa se encuentra constitucionalizado en el art. 103.1 CE.

El contenido de la intervención administrativa puede ser, en principio, doble (aunque en realidad creemos que la aparente dualidad incide sobre la misma realidad):


	
1.  Para que se interrumpa la prestación de un servicio de la sociedad de la información que vulnere derechos de propiedad intelectual.

	
2.  Para que se retiren los contenidos que vulneren los citados derechos.  



Será en todo caso necesario, para adoptar una u otra medida, que el prestador, directa o indirectamente, actúe con ánimo de lucro (cuestión a veces de difícil determinación) o haya causado o sea susceptible de causar un daño patrimonial (cosa que ocurrirá casi de modo inexorable a partir de la lesión de los derechos de propiedad intelectual que se establece como premisa necesaria de la actuación administrativa).

En todo caso es preciso volver a indicar que, si bien hemos expresado hasta aquí el contenido de la actividad administrativa, lo cierto es que la intervención del Juez Central no se extenderá a un contraste exhaustivo y plenario de legalidad de todo ello, sino necesariamente liminar o superficial: autorizar su ejecutividad. Aunque es verdad también que para ello es posible que realice un análisis en buna parte coincidente con el que habrá de efectuar la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Audiencia Nacional.

Procedimiento administrativo

Antes de proceder a la adopción de estas medidas (para las cuales, insistimos, el Juez Central sólo autorizará su ejecución), el prestador de servicios de la sociedad de la información deberá ser requerido a fin de que, en un plazo no superior a las 48 horas, pueda proceder a la retirada voluntaria de los contenidos declarados infractores o, en su caso, realice las alegaciones y proponga las pruebas que estime oportunas sobre la autorización de uso o la aplicabilidad de un límite al derecho de Propiedad Intelectual.

Este requerimiento nada tiene que ver con el analizado en el apartado precedente y que tenía por objetivo obtener la información (identificación) de los responsables de las eventuales lesiones. Estos, ya conocidos e individualizados, son precisamente los destinatarios del segundo requerimiento.

Transcurrido el plazo anterior, en su caso, se practicará prueba en dos días y se dará traslado a los interesados para conclusiones en plazo máximo de cinco días.

La Comisión, en el plazo máximo de tres días, dictará resolución.

La retirada voluntaria de los contenidos pondrá fin al procedimiento.

Según se ha indicado y en el lugar pertinente se reproducirá, el control de legalidad de fondo de estas decisiones y del procedimiento tramitado corresponderá a la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Audiencia Nacional.

Autorización

En todo caso, la ejecución de la medida, ante el incumplimiento del requerimiento, exigirá de la previa autorización judicial, de acuerdo con el procedimiento regulado en el apartado segundo del artículo 122 bis de la LJCA.


La intervención del Juez Central consiste, pues, en "autorizar" la ejecución de los actos.



No se trata, por tanto —nótese el matiz—, de que la intervención judicial vaya a dotar de una ejecutividad (art. 39.1 LPACAP) o ejecutoriedad (art. 98 LPACAP) de los que careciese el acto administrativo en sí, cosa que de ocurrir comportaría una gran excepción a la regla general de la actuación administrativa en nuestro país y que nos acercaría a culturas jurídicas distintas. No se trata pues de eso (de dotar de ejecutividad) sino de la presencia de actos administrativos, ejecutivos en sí mismos, pero que necesitan de otra intervención —la judicial— garantizadora de los derechos concernidos en el asunto.

Desde esa perspectiva de posiciones y de principios en realidad el reparto de intervenciones y papeles entre la Administración y los Tribunales no es demasiado distinto del que se produce cuando se expide una autorización judicial para la entrada en un domicilio para la ejecución de los actos administrativos (art. 8.6 LJCA).

Para la expedición o denegación de la autorización, el Juez deberá ponderar, tan sólo, "la posible afectación a los derechos y libertades garantizados por el artículo 21 de la Constitución" (art. 20 CE). Tales límites de la valoración judicial se contienen en el art. 122 bis.2 LJCA, tras su redactado por la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible.

Procedimiento ante el Juzgado Central

En el plazo de dos días siguientes a la recepción de la notificación de la resolución de la Comisión poniendo de manifiesto el expediente (plazo improrrogable), el Juzgado tiene que convocar a una audiencia (comparecencia) a:


	
•  El representante legal de la Administración (que será el Abogado del Estado pues estimamos que cuando la Ley dice "representante legal" en realidad está queriendo decir "representante procesal").

	
•  El Ministerio Fiscal (ya que en el procedimiento va a versar sobre derechos fundamentales)

	
•  Los titulares de los derechos y libertades afectados o a la persona que éstos designen como representante (no se refiere la Ley a los titulares de los derechos de propiedad intelectual afectados sino a los prestadores de servicios de la sociedad de la información).



En tal comparecencia el Juzgado oirá a todos los personados y resolverá en el plazo improrrogable de dos días mediante Auto.


La decisión que se adopte, únicamente podrá autorizar o denegar la ejecución de la medida.
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4. Salas de lo contencioso administrativo de los Tribunales Superiores de Justicia






4.1. Actos y disposiciones de las Comunidades Autónomas y Entidades Locales


 Actos de las Entidades Locales y de las Administraciones de las Comunidades Autónomas

Conocen de los actos de las Entidades Locales y de las Administraciones de las Comunidades Autónomas, cuyo conocimiento no esté atribuido a los Juzgados de lo Contencioso Administrativo (art. 10.1.a LJCA).

Poco o ningún comentario requiere esta primera determinación, ya que contiene una mera cláusula residual, verdadero cajón de sastre, donde cabrán todos los actos no expresamente atribuidos a los Juzgados de lo contencioso en otros lugares.

Resaltar, eso sí, que solo se está refiriendo a los actos, ya que las disposiciones se regulan en el apartado siguiente, en razón de que ninguna competencia se asignó a los Juzgados en relación con las disposiciones de las entidades locales o las Administraciones autonómicas, por cuya causa la fijación de una atribución residual en este aspecto hubiera sido innecesariamente perturbadora.

Disposiciones generales emanadas de las Comunidades Autónomas y de las Entidades Locales

Poco se puede decir en relación con las disposiciones de las Administraciones Autonómicas, al menos con carácter genérico, pues en gran medida dependen de la tipología establecida en sus propias normas de autogobierno y administración pública. Normalmente, eso sí, la forma que revestirán será decretos de sus consejos de Gobierno respectivos (art. 10.1.b LJCA).

Mayor fijeza existe en las disposiciones de las Corporaciones Locales, que según el art. 84 de la LBRL de 1985 serán ordenanzas y bandos.

Tienen una singular entidad las Ordenanzas Fiscales, en las que, en su caso, se acuerde la imposición de tributos potestativos y se regulan sus elementos básicos, o, para los tributos preceptivos, se regulan aquellos ámbitos en los que se otorga un cierto ámbito de decisión a los ayuntamientos. Se regulan estas ordenanzas en el art. 106, 107 y 111 de la LBRL de 1985 y en sus concordantes de la LHL.

Actos y disposiciones de los órganos de gobierno de las asambleas legislativas de las Comunidades Autónomas y de las instituciones autonómicas análogas al Tribunal de Cuentas y al Defensor del Pueblo

Conocen de los actos y disposiciones de los órganos de gobierno de las asambleas legislativas de las Comunidades Autónomas, y de las instituciones autonómicas análogas al Tribunal de Cuentas y al Defensor del Pueblo, en materia de personal, administración y Gestión patrimonial.

a) No son Administraciones Públicas en sentido propio


	
•  En este apartado se regula la competencia para el conocimiento de recursos contra la actividad de determinados entes no calificables de Administraciones Públicas en su sentido más formal, como sucede, con toda claridad, con las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas, que, como es lógico, alumbran disposiciones con rango de Ley (autonómica) por lo que no resultan controlables por la Jurisdicción Contencioso Administrativa.

	
•  Sin embargo, tradicionalmente se ha asignado a esta Jurisdicción el control de los actos llamados materialmente administrativos, que tocan, no a la sustancia política de esos órganos, sino a lo que pudiera llamarse su intendencia.   



b) Actos y disposiciones

La atribución competencial se refiere tanto a los actos como a las disposiciones de estos entes, pero, eso sí, cuando no sean disposiciones de rango legal, pues en esos casos el producto no resulta fiscalizable por la Jurisdicción Contencioso Administrativa.
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4.2. Actos y resoluciones dictados por los Tribunales Económico-Administrativos regionales y locales


 Conocen de los actos y resoluciones dictados por los Tribunales Económico-Administrativos Regionales y Locales que pongan fin a la vía económico-administrativa (art. 10.1.d LJCA).

Actos y resoluciones

Al distinguir la Ley entre actos y resoluciones está poniendo de manifiesto, posiblemente de modo innecesario, la facultad de impugnar ante estos órganos jurisdiccionales no sólo las resoluciones en sentido propio, esto es, aquellos actos finalizadores de los procedimientos, en el sentido que dice el art. 84 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre (en adelante, LPACAP) cuando afirma que pondrá fin al procedimiento la resolución, sino también los actos de trámite si estos últimos deciden directa o indirectamente el fondo del asunto, determinan la imposibilidad de continuar el procedimiento, producen indefensión o perjuicio irreparable a derechos e intereses legítimos, conforme el art. 112 LPACAP.

En el mismo sentido, el art. 25 de la LJCA estatuye, en plena concordancia, que el recurso contencioso-administrativo resulta admisible en relación con los actos expresos y presuntos de la Administración pública que pongan fin a la vía administrativa, ya sean definitivos o de trámite, si estos últimos deciden directa o indirectamente el fondo del asunto, determinan la imposibilidad de continuar el procedimiento, producen indefensión o perjuicio irreparable a derechos o intereses legítimos.

Las reclamaciones económico administrativas se regulan en el Capítulo IV del Título V, arts. 226 y ss de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, y en el Título IV del RD 520/2005, de 13 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento general de desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, en materia de revisión en vía administrativa.

Que pongan fin a la vía administrativa

Solo son impugnables en vía jurisdiccional aquellos actos que han agotado la vía administrativa.


Pondrán fin a la vía administrativa aquellos actos que se dicten en instancia única por los Tribunales Económico Administrativos Regionales o Locales, es decir, que no se admita frente a ellos el recurso de alzada ante el Tribunal Económico Administrativo Central.



La determinación, a la fecha presente, de qué actos ponen fin a la vía administrativa dentro de los dictados por los TEAR y los TEA Locales, viene dada por el juego del art. 229 de la LGT 2003 y el Título IV del RD 520/2005, de 13 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento general de desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, en materia de revisión en vía administrativa.

De manera especial nos interesa el art. 36 de la LGT 2003, según el cual podrá interponerse recurso de alzada ordinario (y por ende, el acto no agotará la vía administrativa) cuando la cuantía de la reclamación supere 150.000 euros, o 1.800.000 euros si se trata de reclamaciones contra bases o valoraciones.

Aunque si el acto o actuación fuese de cuantía indeterminada, podrá interponerse recurso de alzada ordinario en todo caso, lo que significa que no agotará la vía administrativa sino que será la resolución desestimatoria del recurso de alzada la que lo haga.
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4.3. Resoluciones dictadas por el Tribunal Económico-Administrativo Central en materia de tributos cedidos


 La delimitación material de la asignación de la competencia que ahora nos ocupa requiere mencionar la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía y se modifican determinadas normas tributarias, en ésta se recogen los tributos, o la parte de ellos, que tienen la condición de "cedidos".

También es oportuno referirse a la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas.

Según el art. 4 de la LO 8/1980, de 22 de septiembre, de conformidad con el apartado 1 del art. 157 de la CE, y sin perjuicio de lo establecido en el resto del articulado, los recursos de las Comunidades Autónomas estarán constituidos, entre otros, por los "tributos cedidos, total o parcialmente, por el Estado".

Luego, en el art. 10 LO 8/1980, de 22 de septiembre, dispone que "son tributos cedidos los establecidos y regulados por el Estado, cuyo producto corresponda a la Comunidad Autónoma".

Para que exista cesión de los tributos tiene que existir, entonces, "establecimiento" y "regulación" por parte del Estado y, por el contrario, entrega de sus productos o resultados a las Comunidades Autónomas.

Este artículo 10 dispone luego en su apartado 3 que la cesión de tributos por el Estado podrá hacerse total o parcialmente. "La cesión será total si se hubiese cedido la recaudación correspondiente a la totalidad de los hechos imponibles contemplados en el tributo de que se trate. La cesión será parcial si se hubiese cedido la de alguno o algunos de los mencionados hechos imponibles, o parte de la recaudación correspondiente a un tributo.

En ambos casos, la cesión podrá comprender competencias normativas en los términos que determine la Ley que regule la cesión de tributos".

En la actualidad, tras la reforma de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas por la Ley Orgánica 3/2009, de 18 diciembre 2009, solo pueden ser cedidos a las Comunidades Autónomas:


	
a)  Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, con carácter parcial con el límite máximo del 50 por ciento.

	
b)  Impuesto sobre el Patrimonio.

	
c)  Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.

	
d)  Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.

	
e)  Impuesto sobre el Valor Añadido, con carácter parcial con el límite máximo del 50 por ciento.

	
f)  Los Impuestos Especiales de Fabricación, con excepción del Impuesto sobre la Electricidad, con carácter parcial con el límite máximo del 58 por ciento de cada uno de ellos.

	
g)  El Impuesto sobre la Electricidad.

	
h)  El Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte.

	
i)  Los Tributos sobre el Juego.

	
j)  El Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos.
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4.4. Actos y disposiciones de las Juntas Electorales


 Conocen de los actos y disposiciones de las Juntas electorales provinciales y de Comunidades Autónomas, así como los recursos contencioso-electorales contra acuerdos de las Juntas Electorales sobre proclamación de electos y elección y proclamación de Presidentes de Corporaciones Locales, en los términos de la legislación electoral [art. 10.1.f) LJCA].

Actos y disposiciones

Resulta perturbadora la referencia a las disposiciones por parte de las Juntas Electorales.

Sin embargo, aunque imprecisa, entendemos que se está refiriendo a la competencia que tienen las Juntas Electorales Provinciales de:


	
•  Cursar instrucciones de obligado cumplimiento a las Juntas Electorales de Zona en cualquier materia electoral.

	
•  Unificar los criterios interpretativos de las Juntas Electorales de Zona en cualquier materia electoral.



Juntas Electorales Provinciales

Se regulan en el art. 10 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General.

Están compuestas por:


	
•  Tres Vocales, Magistrados de la Audiencia Provincial correspondiente, designados mediante insaculación por el Consejo General del Poder Judicial.

	
•  Dos Vocales nombrados por la Junta Electoral Central entre Catedráticos y Profesores Titulares de Derecho o de Ciencias Políticas y de Sociología o juristas de reconocido prestigio residentes en la provincia.

	
•  Los Vocales Magistrados elegirán de entre ellos al Presidente de la Junta.  



Juntas Electorales de Comunidades Autónomas

Se alude a ellas en el art. 8 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General, aunque sin desarrollarlas y como órganos meramente potestativos, por lo que se estará a lo que indiquen las leyes de cada una de las Comunidades Autónomas.

Recursos contenciosos electorales sobre proclamación de electos y elección y proclamación de Presidentes de las Corporaciones Locales.

La competencia en este caso, es decir, en lo referente a las elecciones autonómicas o locales (art. 112.2 de la LO 5/1985, de 19 de junio) le corresponde a la Sala de lo Contencioso Administrativo de los Tribunales Superiores de Justicia, mientras que la competencia le corresponde al Tribunal Supremo en lo que atañe a las elecciones al Parlamento Europeo y las elecciones generales.
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4.5. Convenios entre Administraciones Públicas


 Conocen de los convenios entre Administraciones Públicas cuyas competencias se ejerzan en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma [art. 10.1.g) LJCA].

La importante y relativamente reciente complejidad organizativa, consecuencia de la existencia de una amplio número de Administraciones Públicas, actuantes en ocasiones sobre los mismas ámbitos materiales o físicos, ha aconsejado la instauración de una importante actividad convencional entre ellas, partiendo, eso sí, de las premisas de la lealtad constitucional y colaboración.

Esa amplitud y crecientes posibilidades de interferencia aconsejaron intensificar las relaciones de cooperación, mediante la asistencia recíproca, el intercambio de información, las Conferencias sectoriales para la adopción de criterios o puntos de vista comunes al abordar los problemas de cada sector, o la celebración de convenios de colaboración.

Pues bien, entre estos instrumentos negociales están, en primer lugar, las Conferencias Sectoriales.

Se regulan éstas en los arts. 147 y ss de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público), y su naturaleza de convenio se destaca en su exposición de motivos. Esas conferencias, se dice, propiciarán acuerdos multilaterales para acciones sectoriales concretas, requiriendo la conformidad expresa de todas las partes intervinientes.

En segundo lugar están los convenios en el sentido estricto del término, regulados en el art. 47 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

Allí se dice que la Administración General y los Organismos públicos vinculados o dependientes de la misma podrán celebrar convenios de colaboración con los órganos correspondientes de las Administraciones de las Comunidades Autónomas en el ámbito de sus respectivas competencias.

La Administración General del Estado y la Administración de las Comunidades Autónomas pueden, finalmente, acordar la realización de planes y programas conjuntos de actuación para el logro de objetivos comunes en materia en las que ostenten competencias concurrentes.

Pues bien, la competencia para la impugnación de todos estos instrumentos de colaboración será de los Tribunales Superiores de Justicia cuando las competencias (debe entenderse efectos, pues no siempre comportarán la asignación de competencias) derivadas de los convenios se ejerzan en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, siendo la competencia de la Sala de lo Contencioso de la Audiencia Nacional en otro caso conforme al art. 11.1.c) de la LJCA.
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4.6. Reuniones previstas en la Ley Orgánica reguladora del Derecho de Reunión


 Las Salas de lo contencioso administrativo de los Tribunales Superiores de Justicia conocen de la prohibición o la propuesta de modificación de reuniones previstas en la Ley Orgánica reguladora del Derecho de Reunión [art. 10.1.h) LJCA].

La atribución competencial que ahora nos ocupa es el correlato, en el ámbito de la competencia, del procedimiento especial regulado en el art. 122 de la LJCA.

Desde el punto de vista del estudio de la competencia el presente apartado no presenta singulares problemas interpretativos ya que no existen atribuciones paralelas o próximas hacia otros órganos.

Los aspectos esenciales de este recurso especial son:


	
•  Si los promotores de una reunión no estuviesen de acuerdo con su prohibición, o la propuesta administrativa de hacerse de otra manera, podrán interponer recurso contencioso-administrativo ante el Tribunal Superior de Justicia.

	
•  Ese recurso se ha de interponer dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de los acuerdos con los que los promotores están disconformes, aportando copia debidamente registrada del escrito del recurso a la autoridad gubernativa, con el objeto de que ésta remita inmediatamente el expediente.

	
•  El Tribunal, en el plazo de cuatro días convocará al representante legal de la Administración, al Ministerio Fiscal y a los recurrentes o a la persona que éstos designen como representante a una audiencia.

	
•  En ella, de manera contradictoria, se oirá a todos los personados y se resolverá sin ulterior recurso, en una decisión que únicamente podrá mantener o revocar la prohibición o las modificaciones propuestas.
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4.7. Actos y resoluciones de la Administración General del Estado con rango inferior al Ministro o Secretario de Estado


 Conocen de los actos y resoluciones dictados por órganos de la Administración General del Estado cuya competencia se extienda a todo el territorio nacional y cuyo nivel orgánico sea inferior al de Ministro o Secretario de Estado en materias de personal, propiedades especiales y expropiación forzosa (art. 10.1.i LJCA).

Órganos de la Administración General del Estado.

Aunque no se dice expresamente, la norma se refiere en exclusiva a los órganos centrales, ya que sí exige que su competencia se extienda a todo el territorio nacional lo que, con toda obviedad, no ocurre cuando se trata de órganos de la Administración Periférica (básicamente Delegados y Subdelegados del Gobierno).

De rango inferior a Ministro y Secretario de Estado.

Estas autoridades se regulan en el art. 55 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, calificándose como órganos directivos, y serán:


	
•  Los Subsecretarios y Secretarios generales.

	
•  Los Secretarios generales técnicos y Directores generales.

	
•  Los Subdirectores generales.   




La competencia atribuida no es general, sino tasada y limitada.



Se extiende por tanto en exclusiva a:


	
•   Personal: en este caso, incluyendo (ya que no están expresamente exceptuados) el ingreso y extinción de la relación de servicios de los funcionarios de carrera.Nuevamente, como en otras ocasiones, hay que referirse aquí al Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público.



	
•  Propiedades especiales (aguas, montes minas, etc.).

	
•  Expropiación forzosa.   



Aunque a nuestro juicio sea discutible su calificación como "órganos de la Administración General del Estado", hemos de recordar lo ya indicado al estudiar la competencia de los Juzgados Centrales. Allí decíamos que la jurisprudencia se ha pronunciado sobre la competencia en materia de propiedad industrial, y, de forma más precisa, sobre las resoluciones de la Oficina Española de Patentes y Marcas (STS de 10 de noviembre de 2000, Rec. 468/2000, entre otras muchas). Y así indica que esa Oficina es un organismo autónomo, adscrito al actual Ministerio de Industria, Turismo y Comercio, de manera que aunque inicialmente pudiera parecer que los recursos que se deduzcan frente a sus actos estarían atribuidos a los Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo —art. 9.1 c) de la LJCA— esta atribución tiene lugar "sin perjuicio de lo dispuesto en la letra i) del apartado 1 del art. 10", que asigna a las Salas de lo Contencioso-Administrativo de los Tribunales Superiores de Justicia la materia de "propiedades especiales". Por ello dicha jurisprudencia termina asignando a éstos la competencia para enjuiciar toda esta clase de actos.








  Otras actuaciones administrativas 








4.8. Otras actuaciones administrativas


 Las Salas de lo Contencioso-Administrativo de los Tribunales Superiores de Justicia también conocerán en única instancia de los recursos que se deduzcan en relación con:

1. Actos y resoluciones de los órganos de las Comunidades Autónomas competentes para la aplicación de la Ley de Defensa de la Competencia

La Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia, introdujo esta nueva competencia de los Tribunales Superiores de Justicia en la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa (art. 10.1.j LJCA).

Será necesario ver en cada caso las distintas leyes autonómicas de competencia para precisar cuáles son las autoridades a las que se asigna esa función. Los recursos contra los actos de tales autoridades corresponden a los Tribunales Superiores de Justicia.

2. Resoluciones en materia de contratación

Conocerán los Tribunales Superiores de Justicia de las resoluciones dictadas por el órgano competente para la resolución de recursos en materia de contratación en relación con los contratos incluidos en el ámbito competencial de las Comunidades Autónomas o de las Corporaciones locales (art. 10.1.k LJCA).

3. Resoluciones dictadas por los Tribunales Administrativos Territoriales de Recursos Contractuales (art. 10.1.l LJCA)

4. Actos relacionados con el llamado "Canal de denuncias"

La DF2 de la Ley 2/2023, de 20 de febrero, reguladora de la protección de las personas que informen sobre infracciones normativas y de lucha contra la corrupción, introduce la letra m) en el art. 10.1 de la LJCA para atribuir a los Tribunales Superiores de Justicia la competencia para conocer en úinca instancia de los actos y disposiciones dictados por las autoridades independientes autonómicas u órganos competentes de las comunidades autónomas referidos en la dicha Ley.

5. Resto de actuaciones Administrativas

Conocen de "cualesquiera otras actuaciones administrativas no atribuidas expresamente a la competencia de otros órganos de este orden jurisdiccional." (art. 10.1.n LJCA).

[La presente sí es una verdadera cláusula residual, auténtico cajón de sastre, pues la contenida en el art. 10.1.a) LJCA se encontraba fuertemente delimitada por preceptos que le dejaban un escaso margen de actuación. Así, solo se refería a los actos y no a las disposiciones y solo respecto de las Administraciones Autonómicas y Locales.]


Por el contrario, ésta que nos ocupa actúa como verdadero botón de cierre del sistema, teniendo la virtud de convertir a las Salas de lo Contencioso de los Tribunales Superiores de Justicia como los verdaderos jueces naturales de Derecho Administrativo.

Urge delimitar legalmente el órgano jurisdiccional contencioso administrativo competente para conocer de los recursos que se interpongan contra las resoluciones de la Sala Especial de Unificación de Doctrina prevista en el art. 243 de la LGT 2003, pues, en defecto de norma atributiva expresa, bien pudiera pensarse, por aplicación de la cláusula residual, que corresponda a los TSJ. Sería sin gravemente disfuncional, a nuestro juicio, optar por esta interpretación, pues si es la Audiencia Nacional la competente en el caso de que la resolución sea dictada por el TEAC, lo razonable será que también haya de ser competente ésta si el recurso procede de esta Sala Especial de Unificación de Doctrina Económico Administrativa.
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4.9. Competencia en segunda instancia


 Las Salas de lo Contencioso-Administrativo de los Tribunales Superiores de Justicia conocerán en segunda instancia, de las apelaciones promovidas contra sentencias y autos dictados por los Juzgados de lo Contencioso Administrativo, y de los correspondientes recursos de queja.

También les corresponde, con arreglo a lo establecido en la LJCA, el conocimiento de Los recursos de revisión contra las sentencias firmes de los Juzgados de lo Contencioso Administrativo.

Conocerán de las cuestiones de competencia entre los Juzgados de lo contencioso administrativo con sede en la Comunidad Autónoma.

Conocerán de la solicitud de autorización al amparo del artículo 122 ter LJCA, cuando sea formulada por la autoridad de protección de datos de la Comunidad Autónoma respectiva.

Y también conocerán de la autorización o ratificación judicial de las medidas adoptadas con arreglo a la legislación sanitaria que las autoridades sanitarias de ámbito distinto al estatal consideren urgentes y necesarias para la salud pública e impliquen la limitación o restricción de derechos fundamentales cuando sus destinatarios no estén identificados individualmente.

Cuadro-resumen







	SON COMPETENTES


	En instancia única

	De los actos (solo los actos y no disposiciones) no atribuidos a los Juzgados de lo Contencioso procedentes de la CCAA

	De las disposiciones (todas, pero no actos) procedentes de las CCAA y de las Entidades Locales

	De los actos materialmente administrativos de:


	Los órganos de gobierno de sus asambleas legislativas
	 



	El equivalente al Defensor del pueblo en la CCAA
	 



	El equivalente al Tribunal de Cuentas en la CCAA
	 


	Además son competentes


	Los actos de los TEAR y de los Tribunales Económicos Locales
	 



	Los actos del TEAC en materia de tributos cedidos
	 



	Actos y Disposiciones de las Juntas Electorales Provinciales y de CCAA
	 



	Recursos contencioso electorales contra acuerdos de las Juntas sobre Proclamación de electos y elección y proclamación de Los Presidentes de Corporaciones Locales
	 



	Convenios entre Administraciones Públicas en el ámbito de la CCAA
	 



	Prohibición y propuesta de modificación del derecho de reunión
	 



	Los actos y resoluciones de los órganos de las Comunidades Autónomas competentes para la aplicación de la Ley de Defensa de la Competencia
	 


	Actos de órganos de la Administración General del Estado, de rango inferior a Ministro y Secretario de Estado en:


	Personal
	 



	Propiedades especiales
	 



	Expropiación
	 


	Todas las actuaciones no atribuidas a otros órganos
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		13.2. Actuaciones por videoconferencia		Identificación en videoconferencias

		Preferencia de la identificación electrónica
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		Requisitos de los lugares seguros

		Lugares seguros





		13.4. Salas de vistas virtuales
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		14. Los registros de la administración de justicia y los archivos electrónicos		14.1. Registro de datos para el contacto electrónico con la Administración de Justicia		Obligados a relacionarse telemáticamente con la Administración de Justicia
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		2. Procedimiento ordinario

		3. Recurso de apelación contra sentencias
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		5. Revisión de sentencias
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		8. Ejecución de sentencias y demás títulos ejecutivos

		9. El procedimiento especial para la protección de los derechos fundamentales de la persona
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		F9. Recurso contencioso-administrativo
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